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NOTAS DE VIGENCIA:

- Modificada por la Ley 1781 de 2016, 'por la cual se modifican los artículos 15 y 16 de la
Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia', publicada en el Diario Oficial
No. 49.879 de 20 de mayo de 2016.

- Modificada por el Acto Legislativo 2 de 2015, 'por medio del cual se adopta una reforma de
equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones', publicado en el
Diario Oficial No. 49.560 de 1 de julio de 2015.

- Modificada por la Ley 1743 de 2014, 'por medio de la cual se establecen alternativas de
financiamiento para la Rama Judicial', publicada en el Diario Oficial No. 49.376 de 26 de
diciembre de 2014.

- Modificada por la Ley 1564 de 2012, publicada en el Diario Oficial No. 48.489 de 12 de
julio de 2012, 'Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras
disposiciones.'

- Modificada por la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 47.956 de 18 de
enero de 2011, 'Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año 2012.

- Modificada por la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario Oficial No. 47.240 de 22 de
enero de 2009, 'Por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la
Administración de Justicia'

- En criterio del editor para la interpretación de los Artículos 112 y 114 de esta ley debe
tenerse en cuenta lo dispuesto por los Artículos 59 y 60 (respectivamente) de la Ley 1123 de
2007, 'por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado', publicada en el Diario
Oficial No. 46.519 de 22 de enero de 2007.

Según lo dispuesto en el Artículo 112 de la Ley 1123 de 2007, entra a regir cuatro (4) meses
después de su promulgación.

- Mediante el Decreto 2697 de 2004, publicado en el Diario Oficial No. 45.651, de 25 de
agosto de 2004, 'se corrigen yerros tipográficos del Decreto 2637 del 19 de agosto de 2004
por el cual se desarrolla el Acto Legislativo número 03 de 2002' El artículo 4 ordena su
nueva publicación, la cual es publicada en el Diario Oficial No. 45.658, de 1 de septiembre
de 2004.

El Decreto 2697 de 2004 fue SUSPENDIDO provisionalmente por el Consejo de Estado,
mediante Auto de 10 de febrero de 2005, Expediente No. 332-01, Consejero Ponente Dr.



Juan Angel Palacio Hincapie.

- Modificada por el Decreto 2637 de 2004, publicada en el Diario Oficial No. 45.645, de 19
de agosto de 2004, 'Por el cual se desarrolla el Acto Legislativo número 03 de 2002'.

El Decreto 2637 de 2004 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-672-05 de 30 de junio de 2005, Magistrado Ponente Dr. Jaime
Córdoba Triviño.

- Modificada por el Artículo 14 del Acto Legislativo 1 de 2003 (modificatorio del Artículo
264 de la Constitución Política), 'por el cual se adopta una Reforma Política Constitucional  y
se dictan otras disposiciones', publicado en el Diario Oficial No. 45.237 de 3 de julio de
2003.

- Modificada por la Ley 771 de 2002, publicada en el Diario Oficial No. 44.936, de 17 de
septiembre de 2002, 'Por la cual se modifica el artículo 134 y el numeral 6 del artículo 152 de
la Ley 270 de 1996'.

Mediante Sentencia C-295-02 de 2002, de 23 de abril de 2002, Magistrado Ponente Dr.
Alvaro Tafur Galvis, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley
24/00 Senado y 218/01 Cámara, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 153 y 241,
numeral 8o. de la Constitución Política.

- Modificada por la Ley 585 de 2000, publicada en el Diario Oficial No. 44.063 de 30 de
junio de 2000, 'Por medio de la cual se derogan, modifican y suprimen algunas disposiciones
de la Ley 270 de 1996 y Decreto 2699 de 1991'.

- En criterio del editor para la interpretación del Artículo 99 Num. 8o. de esta ley debe
tenerse en cuenta lo dispuesto por el Artículo 49 de la Ley 446 de 1998, 'Por la cual se
adoptan como legislación permanente algunas normas del  Decreto 2651 de 1991, se
modifican algunas del Código de Procedimiento  Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991
y del Decreto 2279 de 1989,  se modifican y expiden normas del Código Contencioso
Administrativo y se  dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y acceso a la
justicia', publicada en el Diario Oficial No. 43.335 del 8 de julio de 1998.

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política.

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

Considerando que la justicia es un valor superior consagrado en la Constitución Política que
debe guiar la acción del Estado y está llamada a garantizar la efectividad de los derechos
fundamentales, dentro del marco del Estado Social  y Democrático de Derecho, y a lograr la
convivencia pacífica entre los colombianos, y que dada la trascendencia de su misión debe
generar responsabilidad de quienes están encargados de ejercerla,

DECRETA:

TÍTULO I.



PRINCIPIOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

ARTÍCULO 1o. ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. La administración de justicia es la parte
de la función pública que cumple el Estado encargada por la Constitución Política y la ley de
hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades consagrados en ellas, con el fin
de realizar la convivencia social y lograr y mantener la concordia nacional.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

ARTÍCULO 2o. ACCESO A LA JUSTICIA. El Estado garantiza el acceso de todos los
asociados a la administración de justicia. Será de su cargo el amparo de pobreza y el servicio de
defensoría pública. En cada municipio habrá como mínimo un defensor público.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

ARTÍCULO 3o. DERECHO DE DEFENSA. En toda clase de actuaciones judiciales y
administrativas se garantiza, sin excepción alguna, el derecho de defensa, de acuerdo con la
Constitución Política, los tratados internacionales vigentes ratificados por Colombia y la ley. Los
estudiantes de derecho pertenecientes a los consultorios jurídicos de las universidades
debidamente reconocidas por el Estado podrán ejercer la defensa técnica con las limitaciones que
señale la ley, siempre y cuando la universidad certifique que son idóneos para ejercerla.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el artículo 3 del
mismo, 'bajo las condiciones previstas en esta providencia.'

Expresa la Corte en la providencia:

'Sin entrar a analizar detalladamente las implicaciones jurídicas del derecho de defensa, por
haber sido éstas objeto de abundante doctrina y jurisprudencia por parte de la Corte
Constitucional, debe señalarse que al ser propósito esencial de todo proceso judicial el de



lograr la verdad, se debe garantizar plenamente la posibilidad de que las partes interesadas
expongan y controviertan con plenas garantías los argumentos que suscitaron el litigio
judicial. En ese orden de ideas, la Constitución de 1991, precisando aun más lo dispuesto por
la de 1886, se encargó de definir al derecho de defensa como un derecho fundamental
autónomo, ligado, por razones obvias, al debido proceso, a través del cual -como lo anota la
sentencia antes citada- se permite a toda persona controvertir las acusaciones que en materia
administrativa o judicial se presenten en su contra, con lo cual, a su vez, se hacen efectivos
otros derechos, como son el derecho a la libertad, a la seguridad, el de petición y aun el
derecho a la vida.

Así, pues, toda persona acusada ya sea ante las instancias administrativas o ante las
judiciales, tiene el derecho a defenderse. El artículo 29 superior agrega que quien sea
sindicado, tiene derecho a ser asistido por 'un abogado escogido por él, o de oficio, durante la
investigación y el juzgamiento'. Esta disposición debe, asimismo, complementarse con el
artículo 229 superior que remite a la ley la responsabilidad de definir los casos en que se
puede acceder a la administración de justicia sin la representación de abogado. Lo anterior se
conoce, particularmente para efectos del procedimiento penal, como la defensa técnica a que
tiene derecho el sindicado, la cual, por la trascendencia del cargo, debe ser encargada a una
persona versada en derecho, con suficientes conocimientos de orden técnico y, sobretodo,
con una amplia capacidad humana que permita al interesado confiar los asuntos más
personales e íntimos relacionados con el caso sobre el cual se le ha prestado asistencia. Con
lo anterior, esta Corporación quiere significar que la defensa técnica, ya sea pública (Art.
282-4 C.P.) o privada, implica un compromiso serio y responsable del profesional del
derecho, el cual no puede limitarse a los aspectos meramente procesales o de trámite, sino
que requiere implementar todas aquellas medidas y gestiones necesarias para garantizar que
el sindicado ha tenido en su representante alguien apto para demostrar jurídicamente, si es el
caso, su inocencia.

Sobre el papel de quién ejerce la defensa técnica, particularmente en el campo del derecho
penal, ha señalado la Corte:

'Esto significa, que dichas funciones de defensa del sindicado en las etapas de investigación y
juzgamiento no pueden ser adelantadas por una persona que no se encuentre científica y
técnicamente habilitada como profesional del derecho, so pena de la configuración de una
situación de anulabilidad de lo actuado en el estrado judicial por razones constitucionales, o
de inconstitucionalidad de la disposición legal o reglamentaria que lo permita. Además, dicha
defensa técnica comprende la absoluta confianza del defendido o la presunción legal de la
misma confianza en el caso del reo ausente; en este sentido es claro que el legislador debe
asegurar que las labores del defensor sean técnicamente independientes y absolutamente
basadas en la idoneidad profesional y personal del defensor.

'En verdad lo que quiere el Constituyente no es que se asegure que cualquier persona asista al
sindicado en las mencionadas etapas procesales señaladas en el citado artículo 29; en este
sentido sería absurdo que en la Carta se hiciese mención a la figura del profesional
específicamente habilitado como abogado para adelantar las delicadas funciones de la
defensa, para permitir que el legislador por su cuenta habilite a cualquiera otra persona, o a
otro tipo de profesional, para adelantar las labores de la defensa, si éstos no acreditan la
mencionada formación'.

De conformidad con lo expuesto, la Corte encuentra ajustado a la Constitución el principio



consagrado en el artículo 3o del proyecto de ley, que permite ejercer el derecho de defensa,
sin excepción alguna en todo proceso judicial o administrativo. De igual forma, la
posibilidad de gozar de la defensa pública técnica por parte de quienes no cuentan con
recursos económicos suficientes para hacerse a los servicios de un abogado, está íntimamente
relacionada con las consideraciones hechas en torno al artículo anterior, razón por la cual
también se encuentra conforme a los postulados constitucionales.

Dentro de los parámetros precedentes, deberá aclararse que, para la Corte, la inclusión del
término 'y administrativas' dentro del artículo bajo examen, no contraviene postulado
constitucional alguno, pues se parte de la base de que a propósito del ejercicio de la función
judicial se presentan igualmente actuaciones de índole administrativo -como por ejemplo las
que realiza la Sala Administrativa del Consejo Superior y los Consejos Seccionales de la
Judicatura-, las cuales deben ajustarse a los principios rectores del debido proceso y, por
ende, a garantizar el derecho de defensa.

Comentario especial merece la facultad que el proyecto de ley bajo revisión le otorga a los
estudiantes de derecho de las universidades debidamente reconocidas por el Estado para
ejercer la defensa técnica, con las limitaciones que establezca la ley, 'siempre y cuando la
universidad certifique que son idóneos para ejercerla'.

La sentencia No. C-592-93, transcrita, establece claramente que en asuntos de índole penal,
el sindicado siempre debe ser asistido por un profesional del derecho que acuda en su defensa
técnica, particularmente respecto de la aplicación de las garantías procesales que le permitan
al inculpado presentar libremente los argumentos encaminados a desvirtuar las acusaciones
que se le formulen. Sin embargo, por razones geográficas, económicas y sociales, no siempre
es posible asegurar la presencia de un abogado en estos casos. Por ello, la Ley (Decreto
196/71, arts. 30, 31 y 32, y Decreto 765/77) prevé que en casos excepcionales puedan ser
habilitados como defensores, egresados o estudiantes de derecho pertenecientes a los
consultorios jurídicos, pues con ellos se logra la presencia de personas con formación en
derecho. Sobre los alcances de esta facultad, y teniendo en cuenta lo dispuesto en la sentencia
de unificación de jurisprudencia citada, ha manifestado la Corte a propósito de la demanda de
inconstitucionalidad del artículo 147 del Decreto 2700 de 1991:

'De conformidad con el artículo 22 de la misma ley, la defensoría pública se ejerce por los
abogados que, como defensores públicos, forman parte de la planta de personal de la entidad;
por los abogados titulados e inscritos que hayan sido contratados; por los estudiantes de los
dos últimos años de las facultades de derecho oficialmente reconocidas por el Estado,
pertenecientes a los consultorios jurídicos, dentro de las condiciones previstas en el estatuto
de la profesión de abogado; y por los egresados de las facultades de derecho oficialmente
reconocidas por el Estado que escojan la prestación gratuita del servicio como defensores
públicos, durante nueve (9) meses, como requisito para optar al título de abogados, y de
acuerdo con las condiciones previstas en el estatuto de la abogacía. Sin embargo, vale la pena
aclarar que como esta norma alude a toda clase de procesos (penales, civiles, laborales,
contencioso administrativos), resulta pertinente reiterar que en asuntos penales, la defensa de
los sindicados solamente la pueden ejercer los abogados, es decir, quienes hayan obtenido el
título correspondiente, así que los estudiantes de derecho o egresados que no reúnan esta
condición están excluidos para desempeñarse como tales, salvo las excepciones a que alude
la sentencia precitada.   

'Pues bien, el Código de Procedimiento Penal en el artículo 141, prescribe: 'Cuando en el



lugar donde se adelante la actuación procesal no exista defensor público, o fuere imposible
designarlo inmediatamente, se nombrará defensor de oficio'.  

'Quiere esto significar que, por regla general, todos los defensores públicos de oficio tienen
que designarse de las listas de abogados titulados de la Defensoría Pública, ya sea que
pertenezcan a su planta de personal o hayan sido vinculados por contrato, y que
excepcionalmente se permite el nombramiento e abogados que no formen parte de ese
organismo, cuando en el lugar donde se adelanta el proceso no exista defensor público o
fuere 'imposible' designarlo inmediatamente, imposibilidad que ha de ser plenamente
justificada'.

Así las cosas, la Corte considera que la facultad que el artículo 3o del proyecto de ley bajo
revisión le otorga a los estudiantes de derecho pertenecientes a los consultorios jurídicos de
las universidades del Estado, debe interpretarse de conformidad con los postulados
constitucionales anteriormente descritos. Es decir, pueden estos estudiantes, de acuerdo con
las prescripciones legales, prestar la defensa técnica en todo tipo de procesos, salvo en
aquellos de índole penal, pues en estos eventos la Carta Política prevé la presencia de un
abogado, esto es, de un profesional del derecho. Con todo, esta Corporación ha admitido que
este principio en algunas ocasiones, y justamente para garantizar el derecho de defensa,
puede ser objeto de una medida diferente, donde el estudiante de derecho pueda, ante
situaciones excepcionales, prestar la defensa técnica a un sindicado. Significa esto que tanto
los despachos judiciales, como los consultorios jurídicos y las entidades encargadas de
prestar el servicio de defensoría pública, deben abstenerse, en la medida de lo posible, de
solicitar la presencia y la participación de estudiantes de derecho en asuntos penales. En otras
palabras, sólo ante la inexistencia de abogados titulados en algún municipio del país, o ante
la imposibilidad física y material de contar con su presencia, los estudiantes de los
consultorios jurídicos pueden hacer parte de un proceso penal.

Finalmente, la Corte estima que la certificación de idoneidad que las universidades deban
otorgar a los estudiantes de derecho de los consultorios jurídicos para ejercer la defensa
técnica, no puede de ningún modo circunscribirse exclusivamente a la valoración académica
de la persona, sino que debe incluir el comportamiento moral y ético que el estudiante ha
demostrado a lo largo de sus carrera universitaria. Lo anterior porque, de una parte, la
jurisprudencia de esta Corte ha sido clara en resaltar que quien asista a una persona en su
defensa judicial debe demostrar mucho más que el simple conocimiento de los pormenores
de un proceso; y, por la otra, el estudiante que represente a un sindicado está también en gran
medida representando a su institución académica con todos los compromisos de seriedad,
responsabilidad y aptitud que ello acarrea.

En estos términos, entonces, el artículo 3o será declarado exequible.

ARTÍCULO 4o. CELERIDAD Y ORALIDAD. <Artículo modificado por el artículo 1 de la
Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:>

<Incisos 1 y 2 CONDICIONALMENTE exequibles> La administración de justicia debe ser
pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se sometan a su
conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de
los funcionarios judiciales. Su violación injustificada constituye causal de mala conducta, sin
perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto de los



titulares de la función disciplinaria.

Las actuaciones que se realicen en los procesos judiciales deberán ser orales con las excepciones
que establezca la ley. Esta adoptará nuevos estatutos procesales con diligencias orales y por
audiencias, en procura de la unificación de los procedimientos judiciales, y tendrá en cuenta los
nuevos avances tecnológicos.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Incisos 1 y 2 declarados CONDICIONALMENTE EXEQUIBLES por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente
Dra. Clara Inés Vargas Hernández, '... en el entendido de que la oralidad sólo puede ser
exigible de conformidad con las reglas procedimentales que fije el Legislador'.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible> Autorízase al
Gobierno Nacional para que durante los próximos cuatro años incluya en el presupuesto de
rentas y gastos una partida equivalente hasta el 0.5% del Producto Interno Bruto de acuerdo con
las disponibilidades presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gastos,
para desarrollar gradualmente la oralidad en todos los procesos judiciales que determine la ley y
para la ejecución de los planes de descongestión.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Parágrafo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés
Vargas Hernández, '... en el entendido de que dicha partida deberá ser cada año mayor, hasta
que en el cuarto año alcance como mínimo el 0,5% del PIB'.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró exequible este artículo, salvo su parágrafo que declaró
INEXEQUIBLE.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario Oficial
No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 4. CELERIDAD. La administración de justicia debe ser pronta y cumplida. Los
términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los
funcionarios judiciales. Su violación constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las
sanciones penales a que haya lugar.

Lo mismo se aplicará respecto de los titulares de la función disciplinaria.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 4. CELERIDAD. La administración de justicia debe ser pronta y cumplida. Los
términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los
funcionarios judiciales. Su violación constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las
sanciones penales a que haya lugar.

Lo mismo se aplicará respecto de los titulares de la función disciplinaria.

PARAGRAFO: <Parágrafo INEXEQUIBLE> Los memoriales que presenten los sujetos
procesales deberán entrar al despacho del funcionario judicial, administrativo o disciplinario,
a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su presentación.   

ARTÍCULO 5o. AUTONOMIA E INDEPENDENCIA DE LA RAMA JUDICIAL. La Rama
Judicial es independiente y autónoma en el ejercicio de su función constitucional y legal de
administrar justicia.

Ningún superior jerárquico en el orden administrativo o jurisdiccional podrá insinuar, exigir,
determinar o aconsejar a un funcionario judicial para imponerle las decisiones o criterios que
deba adoptar en sus providencias

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el artículo 5 del
mismo, 'bajo las condiciones previstas en esta providencia'.

Expresa la Corte en la providencia:

'Como es sabido, el propósito fundamental de la función judicial dentro de un Estado de
derecho, es el de impartir justicia a través de diferentes medios, como son la resolución de
los conflictos que se susciten entre particulares, o entre éstos y el Estado, el castigo a las
infracciones a la ley penal y la defensa del principio de legalidad. Para ello, la administración
de justicia debe descansar siempre sobre dos principios básicos que, a su vez, se tornan
esenciales: la independencia y la imparcialidad de los jueces.

La independencia, como su nombre lo indica, hace alusión a que los funcionarios encargados



de administrar justicia no se vean sometidos a presiones o, como lo indica la norma bajo
estudio, a insinuaciones, recomendaciones, exigencias, determinaciones o consejos por parte
de otros órganos del poder, inclusive de la misma rama judicial, sin perjuicio del ejercicio
legítimo por parte de otras autoridades judiciales de sus competencias constitucionales y
legales. En este punto resulta de importancia anotar que el hecho de que alguna otra rama del
poder público participe en la designación de algunos funcionarios judiciales -como es el caso
del Senado y del presidente de la República en la elección de los magistrados de la Corte
Constitucional- o que colabore en el buen funcionamiento de la administración de justicia -
mediante el concurso económico, logístico o material- no significa, ni puede significar, que
se le otorgue facultad para someter la voluntad y la libre autonomía del juez para adoptar sus
decisiones. En igual sentido, debe decirse que la independencia se predica también, como lo
reconoce la disposición que se estudia, respecto de los superiores jerárquicos dentro de la
rama judicial. La autonomía del juez es, entonces, absoluta. Por ello la Carta Política dispone
en el artículo 228 que las decisiones de la administración de justicia 'son independientes',
principio que se reitera en el artículo 230 superior cuando se establece que 'Los jueces, en sus
providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley', donde el término 'ley', al entenderse
en su sentido general, comprende en primer lugar a la Constitución Política.

Por su parte, la imparcialidad se predica del derecho de igualdad de todas las personas ante la
ley (Art. 13 C.P.), garantía de la cual deben gozar todos los ciudadanos frente a quien
administra justicia. Se trata de un asunto no sólo de índole moral y ética, en el que la
honestidad y la honorabilidad del juez son presupuestos necesarios para que la sociedad
confíe en los encargados de definir la responsabilidad de las personas y la vigencia de sus
derechos, sino también de responsabilidad judicial. El logro de estos cometidos requiere que
tanto los jueces como los demás profesionales del derecho se comprometan en los ideales y
el valor de la justicia, para lo cual no basta el simple conocimiento de la ley y del
procedimiento, sino que es indispensable el demostrar en todas las actuaciones judiciales los
valores de la rectitud, la honestidad y la moralidad.

La Corte encuentra, pues, que el artículo 5o del proyecto de ley, al garantizar la plena
independencia y autonomía del juez respecto de las otras ramas del poder público y de sus
superiores jerárquicos, se ajusta a los parámetros precedentes, razón por la cual habrá de
declarar su exequibilidad.

No obstante, debe esta Corporación advertir que la prohibición de imponer 'criterios'
contenida en el inciso segundo de la norma bajo examen, debe entenderse sin perjuicio del
carácter vinculante que pueda tener  en determinados casos la doctrina de la Corte
Constitucional, en los términos que más adelante habrá de precisarse. Para estos efectos,
resulta pertinente transcribir los argumentos más importantes contenidos en la Sentencia No.
C-083-95:

'Parece razonable, entonces, que al señalar a las normas constitucionales como fundamento
de los fallos, a falta de ley, se agregue una cualificación adicional, consistente en que el
sentido de dichas normas, su alcance y pertinencia, hayan sido fijados por quien haga las
veces de intérprete autorizado de la Constitución. Que, de ese modo, la aplicación de las
normas superiores esté tamizada por la elaboración doctrinaria que de ellas haya hecho su
intérprete supremo. (art. 241 C.P.)

'Pero como la Constitución es derecho legislado por excelencia, quien aplica la Constitución
aplica la ley, en su expresión más primigenia y genuina. Es preciso aclarar que no es la



jurisprudencia la que aquí se consagra como fuente obligatoria. A ella alude claramente otra
disposición, el artículo 4° de la ley 69 de 1896, para erigirla en pauta meramente optativa
para ilustrar, en ciertos casos, el criterio de los jueces.

'Así mismo, conviene precisar que no hay contradicción entre la tesis que aquí se afirma y la
sentencia C-131-93, que declaró inexequible el artículo 23 del Decreto legislativo 2067 del
91 en el cual se ordenaba tener 'como criterio auxiliar obligatorio' 'la doctrina constitucional
enunciada en las sentencias de la Corte Constitucional', mandato, ese sí, claramente
violatorio del artículo 230 Superior. Lo que hace, en cambio, el artículo 8° que se examina -
valga la insistencia- es referir a las normas constitucionales, como una modalidad del
derecho legislado, para que sirvan como fundamento inmediato de la sentencia, cuando el
caso sub judice no está previsto en la ley. La cualificación adicional de que si las normas que
van a aplicarse han sido interpretadas por la Corte Constitucional, de ese modo deben
aplicarse, constituye, se repite, una razonable exigencia en guarda de la seguridad jurídica.

'Es necesario distinguir la función integradora que cumple la doctrina constitucional, en
virtud del artículo 8° (Ley 153 de 1887), cuya constitucionalidad se examina, de la función
interpretativa que le atribuye el artículo 4° de la misma ley (...)

'La disposición transcrita (artículo 4o) corrobora, además, la distinción que atrás queda hecha
entre doctrina constitucional y jurisprudencia. Es apenas lógico que si el juez tiene dudas
sobre la constitucionalidad de la ley, el criterio del intérprete supremo de la Carta deba guiar
su decisión. Es claro eso sí que, salvo las decisiones que hacen tránsito a la cosa juzgada, las
interpretaciones de la Corte constituyen para el fallador valiosa pauta auxiliar, pero en modo
alguno criterio obligatorio, en armonía con lo establecido por el artículo 230 Superior.

'Lo anterior encuentra claro apoyo, además, en el artículo 5° de la misma ley (153 de 1887).
La disposición destaca, nítidamente, la función que está llamada a cumplir la doctrina
constitucional en el campo interpretativo. Es un instrumento orientador, mas no obligatorio,
como sí ocurre cuando se emplea como elemento integrador: porque en este caso, se reitera,
es la propia Constitución -ley suprema-, la que se aplica'.

En los términos descritos, y haciendo la salvedad de que la prohibición de imponer 'criterios'
debe interpretarse de conformidad con la jurisprudencia transcrita, esta Corte declarará la
exequibilidad de la disposición bajo examen.'.

ARTÍCULO 6o. GRATUIDAD. <Artículo modificado por el artículo 2 de la Ley 1285 de
2009. El nuevo texto es el siguiente:> La administración de justicia será gratuita y su
funcionamiento estará a cargo del Estado, sin perjuicio de las agencias en derecho, costas,
expensas y aranceles judiciales que se fijen de conformidad con la ley.

No podrá cobrarse arancel en los procedimientos de carácter penal, laboral, contencioso laboral,
de familia, de menores, ni en los juicios de control constitucional o derivados del ejercicio de la
tutela y demás acciones constitucionales. Tampoco podrá cobrarse aranceles a las personas de
escasos recursos cuando se decrete el amparo de pobreza o en aquellos procesos o actuaciones
judiciales que determinen la ley.

El arancel judicial constituirá un ingreso público a favor de la rama judicial

Notas de Vigencia



- Artículo modificado por el artículo 2 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario Oficial
No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo modificado por la Ley 1285 de 2009, declarado EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente
Dra. Clara Inés Vargas Hernández.

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo, salvo el aparte tachado que
declaró INEXEQUIBLE.

'No obstante lo expuesto, encuentra la Corte que al señalar la norma en comento que 'en
todos los procesos' habrán de liquidarse las agencias en derecho y las costas judiciales, se
está desconociendo la posibilidad de que la Carta Política o la ley contemplen procesos o
mecanismos para acceder a la administración de justicia que no requieran erogación alguna
por parte de los interesados. La acción de tutela de que trata el artículo 86 superior,
reglamentada por el Decreto 2591 de 1991, y la acción pública de constitucionalidad prevista
en los artículos 241 y 242 del Estatuto Fundamental y reglamentada por el Decreto 2067 de
1991, son algunos de los ejemplos que confirman los argumentos expuestos. Así las cosas,
esta Corte advierte que será responsabilidad del legislador definir, en cada proceso, si se
amerita o no el cobro de las expensas judiciales, así como el determinar, según las formas
propias de cada juicio, si se incluye o no a las entidades públicas dentro de la liquidación de
agencias en derecho, costas y otras expensas judiciales. '

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 6. La administración de justicia será gratuita y su funcionamiento estará a cargo
del Estado, sin perjuicio de las expensas, agencias en derecho y costos judiciales.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 6. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> La administración de justicia será gratuita
y su funcionamiento estará a cargo del Estado, sin perjuicio de las expensas, agencias en
derecho y costos judiciales que habrán de liquidarse en todos los procesos sin excluir a las
entidades públicas.    

ARTÍCULO 7o. EFICIENCIA. La administración de justicia debe ser eficiente. Los
funcionarios y empleados judiciales deben ser diligentes en la sustanciación de los asuntos a su
cargo, sin perjuicio de la calidad de los fallos que deban proferir conforme a la competencia que
les fije la ley.



Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 1 del Decreto 2637 de 2004, publicada en el Diario
Oficial No. 45.658, de 1 de septiembre de 2004. INEXEQUIBLE

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- El Decreto 2637 de 2004 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-672-05  de 30 de junio de 2005, Magistrado Ponente Dr. Jaime
Córdoba Triviño.

Legislación Anterior

Texto modificado por el Decreto 2637 de 2004. INEXEQUIBLE:

ARTÍCULO 7. La administración de justicia debe ser eficiente. Los funcionarios y
empleados judiciales deben ser diligentes en la sustanciación de los asuntos a su cargo, sin
perjuicio de la calidad de los fallos que deban proferir conforme a la competencia que les fije
la ley.

No obstante la perentoriedad y cumplimiento de los términos procesales de que trata el
artículo cuarto, cuando existan procesos en curso en que puedan verse afectados el orden o el
patrimonio público, la seguridad nacional, o la de establecimientos de reclusión, o cuando
involucren hechos, causas y fallos similares reiterados por la jurisprudencia, el juez, el
magistrado o la respectiva corporación competente podrá disponer la alteración de los turnos
de forma que se permita la pronta y ágil solución de tales caus as.

Igualmente, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá reasignar
funcionarios o empleados judiciales, y crear cargos, juzgados y tribunales de descongestión,
liquidación o depuración con competencia material específica, territorial o nacional.

ARTÍCULO 8o. MECANISMOS ALTERNATIVOS. <Artículo modificado por el artículo 3
de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> La ley podrá establecer mecanismos
alternativos al proceso judicial para solucionar los conflictos que se presenten entre los asociados
y señalará los casos en los cuales habrá lugar al cobro de honorarios por estos servicios.

<Aparte tachado derogado por el artículo 626 de la Ley 1564 de 2012> Excepcionalmente la ley
podrá atribuir funciones jurisdiccionales a ciertas y determinadas autoridades administrativas
para que conozcan de asuntos que por su naturaleza o cuantía puedan ser resueltos por aquellas
de manera adecuada y eficaz. En tal caso la ley señalará las competencias, las garantías al debido
proceso y las demás condiciones necesarias para proteger en forma apropiada los derechos de las
partes. Contra las sentencias o decisiones definitivas que en asuntos judiciales adopten las
autoridades administrativas excepcionalmente facultadas para ello, siempre procederán recursos
ante los órganos de la Rama Jurisdiccional del Estado, en los términos y con las condiciones que
determine la ley.

Notas de Vigencia



- Aparte tachado derogado por el artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, publicada en el Diario
Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012, 'Por medio de la cual se expide el Código General
del Proceso y se dictan otras disposiciones'. Rige a partir de su promulgación.

Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la
condición de conciliadores o en la de árbitros debidamente habilitados por las partes para
proferir fallos en derecho o en equidad.

El Consejo Superior de la Judicatura, en coordinación con el Ministerio del Interior y Justicia,
realizará el seguimiento y evaluación de las medidas que se adopten en desarrollo de lo dispuesto
por este artículo y cada dos años rendirán informe al Congreso de la República.

Notas del Editor

- El artículo 15 del Acto Legisativo 2 de 2015 referenciado por el editor fue declarado
INEXEQUIBLE y el artículo 17 parcialmente INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-285-16 de 1o. de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Luis
Guillermo Guerrero Pérez.

- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por los artículos
15 y 17 del Acto Legislativo 2 de 2015, 'por medio del cual se adopta una reforma de
equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones', publicado en el
Diario Oficial No. 49.560 de 1 de julio de 2015.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 15. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así:

'Artículo 254. El Gobierno y la administración de la Rama Judicial estarán a cargo del
Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la Rama Judicial. Estos órganos ejercerán las
funciones que les atribuya la ley con el fin de promover el acceso a la justicia, la eficiencia de
la Rama Judicial, la tutela judicial efectiva y la independencia judicial.

(...).

'ARTÍCULO 17. Deróguese el artículo 256 de la Constitución Política'.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 3 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario Oficial
No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo modificado por la Ley 1285 de 2009, declarado EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente
Dra. Clara Inés Vargas Hernández.

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro



Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el artículo 8 del
mismo, 'bajo las condiciones previstas en esta providencia.'

Expresa la Corte en la providencia:

'Como se ha expuesto a lo largo de esta providencia, el propósito fundamental de la
administración de justicia es hacer realidad los principios y valores que inspiran al Estado
social de derecho, entre los cuales se encuentran la paz, la tranquilidad, el orden justo y la
armonía de las relaciones sociales, es decir, la convivencia (Cfr. Preámbulo, Arts. 1o y 2o
C.P.). Con todo, para la Corte es claro que esas metas se hacen realidad no sólo mediante el
pronunciamiento formal y definitivo de un juez de la República, sino que asimismo es
posible lograrlo acudiendo a la amigable composición o a la intervención de un tercero que
no hace parte de la rama judicial. Se trata, pues, de la implementación de las denominadas
'alternativas para la resolución de los conflictos', con las cuales se evita a las partes poner en
movimiento el aparato judicial del país y se busca, asimismo, que a través de instituciones
como la transacción, el desistimiento, la conciliación, el arbitramento, entre otras, los
interesados puedan llegar en forma pacífica y amistosa a solucionar determinadas diferencias,
que igualmente plantean la presencia de complejidades de orden jurídico. Naturalmente,
entiende la Corte que es competencia del legislador, de acuerdo con los parámetros que
determine la Carta Política, el fijar las formas de composición de los conflictos judiciales, los
cuales -no sobra aclararlo- no siempre implican el ejercicio de la administración de justicia.

Para esta Corporación, las formas alternativas de solución de conflictos no sólo responden a
los postulados constitucionales anteriormente descritos, sino que adicionalmente se
constituyen en instrumentos de trascendental significado para la descongestión de los
despachos judiciales, problema éste que desafortunadamente aqueja en forma grave y
preocupante a la administración de justicia en el país. Adicionalmente, debe insistirse en que
con los mecanismos descritos se logra cumplir con los deberes fundamentales de que trata el
artículo 95 superior, como es el caso de colaborar con el funcionamiento de la justicia (Num
5o.) y propender al logro y el mantenimiento de la paz (Num. 6o). Con todo, conviene
puntualizar que el término 'asociados' que hace parte de la norma bajo examen, incluye,
además de los particulares, también a las entidades públicas,

Finalmente, debe señalarse que esta Corte no comparte los argumentos presentados por uno
de los intervinientes en el presente proceso, en el sentido de que la norma bajo revisión es
inexequible toda vez que el artículo 116 de la Constitución no consagra estas formas de
administrar justicia.

Al respecto, conviene recordar que el artículo 116 de la Carta hace una enunciación de los
órganos y personas encargados de administrar justicia, sin que ello signifique, de una parte,
que todos ellos integren la rama judicial ni, de la otra, que cualquier otra autoridad o
particular, con base en las atribuciones respectivas, no pueda dirimir o componer
determinados conflictos de orden jurídico, según los postulados que fijen la Carta Política y
la ley. En cuanto al primer aspecto, el Título VIII de la Carta Política enumera y regula las
funciones de las jurisdicciones y los órganos pertenecientes a la rama judicial, esto es, la
jurisdicción constitucional (Arts. 239 a 245), la jurisdicción contencioso-administrativa
(Arts. 236 a 238), la jurisdicción ordinaria (Arts. 234 y 235), la  Fiscalía General de la
Nación (Arts. 249 a 253), las jurisdicciones especiales (Arts. 246 y 247) y el Consejo



Superior de la Judicatura (Arts. 254 a 257). Como puede apreciarse, el artículo 116 faculta a
otras instituciones del Estado (Congreso, Tribunales Militares) o a otras personas
(autoridades administrativas, particulares) para administrar justicia, sin que ellas hagan parte
de la rama judicial. Respecto al segundo argumento, se tiene que la Constitución misma
permite a ciertas autoridades, instituciones o personas administrar justicia, las cuales no
hacen parte del listado contenido en el 116 superior. Tal es el caso, por ejemplo, de las
autoridades indígenas o de los jueces de paz. En igual forma, puede decirse que determinados
particulares pueden cumplir con esas funciones, en los términos que señala el citado artículo
116 superior.

En conclusión, las formas alternativas de resolver conflictos pueden ser reguladas por la ley,
de acuerdo con los lineamientos constitucionales. A través de ellas, no sólo no se desconoce
el artículo 116 superior sino que se interpretan y se desarrollan los principios y valores que
regulan a toda la Constitución, como es la búsqueda de la paz, la convivencia y el orden
justo.

En estos términos, pues, la norma será declarada exequible.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 8. ALTERNATIVIDAD. La ley podrá establecer mecanismos diferentes al
proceso judicial para solucionar los conflictos que se presenten entre los asociados y señalará
los casos en los cuales habrá lugar al cobro de honorarios por estos servicios.

ARTÍCULO 9o. RESPETO DE LOS DERECHOS. Es deber de los funcionarios judiciales
respetar, garantizar y velar por la salvaguarda de los derechos de quienes intervienen en el
proceso.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo, salvo el aparte tachado que
declaró INEXEQUIBLE.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 9. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Es deber de los funcionarios judiciales
respetar, garantizar y velar por la salvaguarda de los derechos de quienes intervienen en el
proceso. De todas maneras se preservará la diversidad cultural de las comunidades indígenas.

ARTÍCULO 10. DECLARADO INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el artículo 10 del mismo.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTICULO 10o. SANCIONES. La violación de los principios de que trata el presente título
y los demás consagrados en la Constitución Política, en los Tratados internacionales vigentes
ratificados por Colombia y en la Ley, en el curso de una actuación procesal por parte de un
funcionario o empleado judicial, constituye causal de mala conducta sancionable con la
pérdida del empleo, sin perjuicio de las demás responsabilidades que se les puedan deducir.

Lo mismo se aplicará a los particulares y funcionarios administrativos que ejerzan funciones
jurisdiccionales y disciplinarias.

TÍTULO II.

ESTRUCTURA GENERAL DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

CAPÍTULO I.

DE LA INTEGRACIÓN Y COMPETENCIA DE LA RAMA JUDICIAL

ARTÍCULO 11. <Ver Notas del Editor> <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley
1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> La Rama Judicial del Poder Público está
constituida por:

Notas del Editor

En criterio del editor, ademas de los órganos establecidos en este artículo, debe tenerse en
cuenta:

2. La creación Jurisdicción Agraria y Rural, mediante el Acto Legislativo 3 de 2023, 'por
medio del cual se modifica la Constitución Política de Colombia y se establece la
Jurisdicción Agraria y Rural', publicado en el Diario Oficial No. 52.466 de 24 de julio de
2023.  Rige a partir de su publicación en el Diario Oficial.

1.  La creación de la Jurisdicción Especial para la Paz, mediante el Acto Legislativo 1 de
2017, 'por medio del cual se crea un título de disposiciones transitorias de la Constitución
para la terminación del conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera y se
dictan otras disposiciones', publicado en el Diario Oficial No. 50.196 de 4 de abril de 2017.

I. Los órganos que integran las distintas jurisdicciones:

a) De la Jurisdicción Ordinaria:



1. Corte Suprema de Justicia.

2. Tribunales Superiores de Distrito Judicial.

3. Juzgados civiles, laborales, penales, penales para adolescentes, de familia, de ejecución de
penas, de pequeñas causas y de competencia múltiple, y los demás especializados y promiscuos
que se creen conforme a la ley;

b) De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo:

1. Consejo de Estado

2. Tribunales Administrativos

3. Juzgados Administrativos

c) < Literal CONDICIONALMENTE exequible> De la Jurisdicción Constitucional:

1. Corte Constitucional;

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Literal c) declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés
Vargas Hernández, '... en el entendido de que también integran la jurisdicción constitucional
los jueces y corporaciones que deban proferir las decisiones de tutela o resolver acciones o
recursos previstos para la aplicación de los derechos constitucionales'.

d) De la Jurisdicción de Paz: Jueces de Paz.

2. <sic, II.> La Fiscalía General de la Nación.

3. <sic, III.> <Punto CONDICIONALMENTE exequible> El Consejo Superior de la Judicatura.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Punto 3 declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés
Vargas Hernández, '... en el entendido de que también comprende los Consejos Seccionales
de la Judicatura'.

PARÁGRAFO 1o. La Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de Estado
y el Consejo Superior de la Judicatura, tienen competencia en todo el territorio nacional. Los
Tribunales Superiores, los Tribunales Administrativos y los Consejos Seccionales de la
Judicatura tienen competencia en el correspondiente distrito judicial o administrativo. Los jueces
del circuito tienen competencia en el respectivo circuito y los jueces municipales en el respectivo
municipio; los Jueces de pequeñas causas a nivel municipal y local.

Los jueces de descongestión tendrán la competencia territorial y material específica que se les



señale en el acto de su creación.

PARÁGRAFO 2o. El Fiscal General de la Nación y sus delegados tienen competencia en todo el
territorio nacional.

PARÁGRAFO 3o. En cada municipio funcionará al menos un Juzgado cualquiera que sea su
categoría.

PARÁGRAFO 4o. En las ciudades se podrán organizar los despachos judiciales en forma
desconcentrada.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario Oficial
No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

- Parágrafo modificado por el artículo 2 del Decreto 2637 de 2004, publicada en el Diario
Oficial No. 45.658, de 1 de septiembre de 2004. INEXEQUIBLE

- Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 585 de 2000 publicada en el Diario Oficial
No. 44.063 de 30 de junio de 2000

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo modificado por la Ley 1285 de 2009, declarado EXEQUIBLE, teniendo en cuenta
los condicionamientos del literal c) y el punto III., por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés Vargas
Hernández. Declara INEXEQUIBLE el literal e) del texto del Proyecto de Ley.

- El Decreto 2637 de 2004 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-672-05  de 30 de junio de 2005, Magistrado Ponente Dr. Jaime
Córdoba Triviño.

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo, salvo los apartes tachados que
declaró INEXEQUIBLES.

Legislación Anterior

Texto modificado por el Decreto 2637 de 2004. INEXEQUIBLE:

PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo INEXEQUIBLE> La Corte Suprema de Justicia, la Corte
Constitucional, el Consejo de Estado y el Consejo Superior de la Judicatura, tienen
competencia en todo el territorio nacional.

Los tribunales superiores, los Tribunales Administrativos y los Consejos Seccionales de la
Judicatura, tienen competencia en el correspondiente Distrito Judicial o Administrativo. Los
jueces del circuito tienen competencia en el respectivo circuito y los jueces municipales en el
respectivo municipio o en la unidad judicial municipal.



Las salas de tribunales superiores y los jueces de descongestión, depuración y/o liquidación
especialmente creados por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura,
tendrán la competencia territorial y material específica que se les señale en el acto de su
creación.

Texto modificado por la Ley 585 de 2000:

ARTÍCULO 11. La Rama Judicial del Poder Público está constituida por:

1. Los órganos que integran las distintas jurisdicciones:

a) De la Jurisdicción Ordinaria:

1. Corte Suprema de Justicia.

2. Tribunales Superiores de Distrito Judicial.

3. Juzgados civiles, laborales, penales, agrarios, de familia, de ejecución de penas, y los
demás especializados y promiscuos que se creen conforme a la ley;

b) De la jurisdicción de lo contencioso administrativo:

1. Consejo de Estado.

2. Tribunales Administrativos.

3. Juzgados Administrativos:

c) De la Jurisdicción Constitucional: Corte Constitucional;

d) De la Jurisdicción de la Paz: Jueces de Paz;

e) De la Jurisdicción de las Comunidades Indígenas: Autoridades de los Territorios
Indígenas.

2. La Fiscalía General de la Nación.

3. El Consejo Superior de la Judicatura.

PARÁGRAFO 1o. La Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de
Estado y el Consejo Superior de la Judicatura tienen competencia en todo el territorio
nacional. Los Tribunales Superiores, los Tribunales Administrativos, los Consejos
Seccionales de la Judicatura tienen competencia en el Distrito. Los jueces de circuito tienen
competencia en el respectivo circuito. Los jueces municipales tienen competencia en el
respectivo municipio.

PARÁGRAFO 2o. El Fiscal General de la Nación y sus delegados tienen competencia en
todo el territorio nacional.

Texto original de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 11. La Rama Judicial del Poder Público está constituida por:

1. Los órganos que integran las distintas jurisdicciones



a) De la Jurisdicción Ordinaria:

1. Corte Suprema de Justicia.

2. Tribunales Superiores de Distrito Judicial.

3. Juzgados civiles, laborales, penales, agrarios, de familia y los demás especializados y
promiscuos que se creen conforme a la ley.

b) De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo:

1. Consejo de Estado.

2. Tribunales Administrativos.

3. Juzgados Administrativos.

c) De la Jurisdicción Constitucional:

1. Corte Constitucional.

d) De la Jurisdicción de Paz: Jueces de Paz.

e) De la Jurisdicción de las Comunidades Indígenas: Autoridades de los territorios indígenas.

2. La Fiscalía General de la Nación.

3. El Consejo Superior de la Judicatura.

PARÁGRAFO 1o. La Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de
Estado y el Consejo Superior de la Judicatura, tienen competencia en todo el territorio
nacional. Los Tribunales Superiores, los Tribunales Administrativos y los Consejos
Seccionales de la Judicatura, tienen competencia en el correspondiente distrito judicial o
administrativo. Los jueces del circuito tienen competencia en el respectivo circuito y los
jueces municipales en el respectivo municipio.

PARÁGRAFO 2o. El Fiscal General de la Nación y sus delegados tienen competencia en
todo el territorio nacional.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 11. <Apartea tachados INEXEQUIBLES> La Rama Judicial del Poder Público
está constituida por:

1.Los órganos que integran las distintas jurisdicciones

a. De la Jurisdicción Ordinaria:

1) Corte Suprema de Justicia

2) Tribunales Superiores de Distrito Judicial

3) Juzgados civiles, laborales, penales, agrarios, de familia y los demás especializados y



promiscuos que se creen conforme a la ley

b. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo:

1) Consejo de Estado

2) Tribunales Administrativos

3) Juzgados Administrativos

c. De la Jurisdicción Constitucional:

1) Corte Constitucional

2) Las demás corporaciones y juzgados que excepcionalmente cumplan funciones de control
judicial constitucional, en los casos previstos en la Constitución y en la Ley.

d. De la Jurisdicción de Paz: Jueces de Paz.

e. De la Jurisdicción de las Comunidades Indígenas:

Autoridades de los territorios indígenas.

f. De la Jurisdicción Penal Militar:

 1) Corte Suprema de Justicia-Sala de Casación Penal

2) Tribunal Militar

 3) Juzgados Penales Militares

2. La Fiscalía General de la Nación.

3. El Consejo Superior de la Judicatura.

PARAGRAFO 1. La Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de
Estado y el Consejo Superior de la Judicatura, tienen competencia en todo el territorio
nacional. Los Tribunales Superiores, los Tribunales Administrativos y los Consejos
Seccionales de la Judicatura, tienen competencia en el correspondiente distrito judicial o
administrativo. Los jueces del circuito tienen competencia en el respectivo circuito y los
jueces municipales en el respectivo municipio.

PARAGRAFO 2. El fiscal General de la Nación y sus delegados tienen competencia en todo
el territorio nacional.

PARAGRAFO 3. En la ampliación de cargos para el cumplimiento de funciones judiciales se
dispondrá siempre de agencias del Ministerio Público y de la vigilancia judicial por la
Procuraduría General de la Nación. Para tal efecto, se crearán los cargos o empleos
necesarios que ello demande, ajustadas a las correspondientes apropiaciones presupuestales.

CAPÍTULO II.

DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL POR LAS AUTORIDADES



ARTÍCULO 12. DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL POR LA RAMA
JUDICIAL. <Artículo modificado por el artículo 5 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el
siguiente:> La función jurisdiccional se ejerce como propia y habitual y de manera permanente
por las corporaciones y personas dotadas de investidura legal para hacerlo, según se precisa en la
Constitución Política y en la presente Ley Estatutaria.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 1o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-713-
08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés Vargas Hernández.

<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> Dicha función se ejerce por la jurisdicción
constitucional, el Consejo Superior de la Judicatura, la jurisdicción de lo contencioso
administrativo, las jurisdicciones especiales tales como: la penal militar, la indígena y la justicia
de paz, y la jurisdicción ordinaria que conocerá de todos los asuntos que no estén atribuidos por
la Constitución o la ley a otra jurisdicción”.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 2o. declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés
Vargas Hernández, '... en el entendido de que la competencia residual de la jurisdicción
ordinaria no comprende los asuntos de orden constitucional que por su naturaleza
corresponden a la Corte Constitucional. Así mismo, en el entendido de que la Fiscalía
General de la Nación ejerce excepcionalmente función jurisdiccional, y que la penal militar y
la indígena ejercen función jurisdiccional pero no hacen parte de la rama judicial'.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 5 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario Oficial
No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el artículo 12 del
mismo, 'bajo las condiciones previstas en esta providencia.'

Expresa la Corte en la providencia:

'El presente artículo se refiere al ejercicio de la función jurisdiccional, entendiendo este
término, contrario a lo expresado con anterioridad, en su significado clásico, es decir, como
la facultad de administrar justicia por parte de un órgano del Estado, con el fin de declarar o
reconocer el derecho mediante la aplicación de la Constitución y la ley. En ese orden de



ideas, se establece que dicha función, calificada como 'pública' por la Carta Política, se debe
ejercer en forma pública y permanente 'con las excepciones que establezca la ley' (Art. 228).
Significa lo anterior, que el término de 'manera permanente' que contiene el artículo, debe
interpretarse de acuerdo con el postulado constitucional citado. En otras palabras, la ley está
facultada para establecer aquellas situaciones en que la administración de justicia pueda
disponer de los mismos beneficios laborales de que gozan todos los demás funcionarios del
Estado y los particulares; desde los límites propios de un horario de trabajo hasta los casos de
vacancia judicial, vacaciones individuales o licencias que soliciten los funcionarios y
empleados de la rama, sin que por ello pueda concluirse que este servicio público (Art. 365
C.P.) se esté prestando en forma interrumpida o no permanente.

En ese mismo orden de ideas, debe la Corte aclarar que la referencia que el primer inciso de
la norma bajo examen hace a las 'personas dotadas de investidura legal' para administrar
justicia, indiscutiblemente incluye también a aquellos funcionarios y particulares que
constitucionalmente han recibido esa misma atribución.

La referencia que hace la norma al ejercicio de la administración de justicia por parte de la
jurisdicción constitucional -en esta oportunidad la ley emplea el término 'jurisdicción' en su
sentido orgánico-, el Consejo Superior de la Judicatura, la jurisdicción contencioso
administrativa, las jurisdicciones especiales (indígena, militar y de jueces de paz) y la
ordinaria, se ajusta a lo previsto en el artículo 116 y en las disposiciones que hacen parte del
Título VIII de la Constitución. Asimismo, la determinación de que la jurisdicción ordinaria
tendrá una competencia residual respecto de los asuntos que la Carta y la ley no le atribuyan
a otra jurisdicción, en nada vulnera los preceptos superiores, tal como anteriormente se había
establecido.

La facultad que se el otorga al fiscal general de la Nación, al vicefiscal y a los fiscales
delegados para ejercer las funciones jurisdiccionales que determine la ley, es cuestionada por
parte de un ciudadano, al considerar que esa atribución no hace parte de las contenidas en los
artículos constitucionales correspondientes a la Fiscalía General de la Nación. Sin entrar a
analizar las características, atribuciones y funciones que la presente ley le encarga a este
órgano -labor que se asumirá al estudiar los artículos 23 a 33-, baste señalar que la Corte ya
se ha ocupado del interrogante planteado y, al analizar los alcances de las funciones de que
tratan los artículos 250 y 251 superiores, lo ha resuelto con suficiente claridad en los
siguientes términos:

'Dentro de las funciones antes enunciadas existen algunas que son eminentemente
jurisdiccionales, tales como la expedición de medidas de aseguramiento que restringen la
libertad del investigado, como la detención, la conminación, la caución, para asegurar su
comparencia en el proceso; la facultad para resolver la situación jurídica del indagado, la
potestad para calificar el mérito del sumario; la atribución de dictar resoluciones de
acusación ante los jueces al presunto responsable de un hecho punible, etc, de manera que
cuando los fiscales ejercen estas  actividades cumplen una función jurisdiccional, y por tanto,
actúan como verdaderos jueces. Siendo así, son aplicables a los fiscales los artículos 228 y
230 de la Carta, que consagran la independencia y autonomía de los jueces, quienes en
sus providencias, solamente están sometidos al imperio de la ley.

'Así las cosas, no le asiste razón al Procurador General de la Nación, pues como quedó
demostrado con fundamento en las normas constitucionales, la Fiscalía es un órgano
administrador de justicia, que interpreta la ley y le da aplicación en casos particulares y



concretos, dirime conflictos, y, en general aplica el derecho a casos específicos, y cuando
sus funcionarios ejercen estas actividades se convierten en jueces y, como tales, deben
ser independientes y autónomos en las decisiones que adopten en el desarrollo de la
investigación y acusación de los presuntos infractores de la ley penal'. (negrillas fuera de
texto original)

En virtud de lo expuesto, resulta concordante con la Constitución el que se permita a la ley
señalar, de acuerdo con los parámetros establecidos en la sentencia citada, las funciones
jurisdiccionales que pueden desempeñar algunos miembros de la Fiscalía General de la
Nación, sin perjuicio de aquellas responsabilidades especiales que la Carta Política le
encomienda al señor fiscal general (Art. 251 C.P.).

La alusión que se hace a los jueces de paz, se ajusta a lo prescrito en el artículo 247 superior,
pues si la Carta faculta a la ley para crearlos, con mayor razón puede el legislador
reglamentar el procedimiento para la toma de las decisiones en equidad.

En cuanto al ejercicio de la función jurisdiccional por parte de las autoridades de los
territorios indígenas de que trata el inciso quinto del artículo bajo examen, la norma no hace
sino reiterar lo consagrado en el artículo 246 de la C.P., en concordancia con los artículos 86
y 287 de la misma, precisando que dicha función se ejerce únicamente dentro del ámbito de
su territorio. Dentro de ese orden de ideas, puede decirse entonces que, de acuerdo con lo
establecido por esta Corporación, tanto el juez de la República como la autoridad indígena
adquieren por igual la responsabilidad de respetar, garantizar y velar por la salvaguardia de
los derechos de las personas que intervienen en el proceso, sin importar el sexo, la raza, el
origen, la lengua o la religiónn.

De igual forma, considera la Corte que la distribución de competencias entre las autoridades
que pueden administrar justicia es, en principio, atribución exclusiva del legislador ordinario,
salvo que el Constituyente, de manera expresa, haya reservado el conocimiento de algunos
asuntos a ciertas corporaciones judiciales. En consecuencia, es dentro de estos términos que
debe interpretarse la facultad que le asigna el inciso quinto del artículo bajo examen a las
autoridades indígenas para ejercer el control sobre los actos que ellas profieran.

Bajo estas condiciones, el inciso quinto será declarado exequible.

Finalmente esta Corporación, contrario a los argumentos presentados por el señor ministro de
Defensa Nacional, considera que la facultad que se le otorga a los tribunales y jueces
militares para conocer de los delitos sometidos a su competencia, debe ajustarse no sólo al
mandato contenido en el artículo 221 superior -modificado por el Acto Legislativo No. 2 de
1995- sino también a las prescripciones de la presente ley estatutaria, que sean compatibles
con su estructura especial. Sobre el particular, son claras las razones dadas por la Corte en
Sentencia No. C-399-95:

'La Corte considera que efectivamente es necesario atribuir un sentido normativo a la
expresión 'con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar' del artículo 221 de la
Carta. Sin embargo, para esta Corporación no es admisible una interpretación estrictamente
formalista de la citada expresión, pues ella conduce a resultados irrazonables. En efecto, es
indudable que el tema de la justicia militar debe ser sistematizado en un código, a fin de que
esa rama del derecho sea ordenada por un conjunto normativo ordinario que regule sus
instituciones constitutivas 'de manera completa, sistemática y coordinada' (Sentencia No. C-



252-94). Pero ello no puede significar que todos los aspectos de la justicia penal militar
deban estar formalmente contenidos en el texto de ese código, ya que algunas materias
pueden estar razonablemente incorporadas en otras leyes. Así, es natural que la ley orgánica
de la Procuraduría pueda regular aquellos temas relativos a la intervención del Ministerio
Público en los procesos castrenses, como lo hace efectivamente la norma impugnada. O
igualmente es lógico que algunos aspectos del régimen disciplinario, que pueden tener
proyección normativa sobre la justicia penal militar -como la regulación de la obediencia
debida- puedan estar incorporados en las leyes que consagran el régimen disciplinario de la
Fuerza Pública. Sería absurdo considerar que esas regulaciones son inconstitucionales por
referirse al tema de la justicia penal militar y no estar formalmente contenidas en el código
respectivo, ya que se trata de normas legales de la misma jerarquía, por lo cual el legislador
tiene la libertad para establecer la mejor manera de sistematizar esas materias'.

En virtud de lo expuesto, el último inciso del artículo bajo examen será declarado exequible.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 12. La función jurisdiccional se ejerce como propia y habitual y de manera
permanente por las corporaciones y personas dotadas de investidura legal para hacerlo, según
se precisa en la Constitución Política y en la presente Ley Estatutaria.

Dicha función se ejerce por la jurisdicción constitucional, el Consejo Superior de la
Judicatura, la jurisdicción de lo contencioso administrativo, las jurisdicciones especiales tales
como: la penal militar, la indígena y la justicia de paz, y la jurisdicción ordinaria que
conocerá de todos los asuntos que no estén atribuidos expresamente por la Constitución o la
ley a otra jurisdicción.

El Fiscal General de la Nación, el Vicefiscal y los Fiscales Delegados ante las distintas
jerarquías judiciales del orden penal, ejercen las funciones jurisdiccionales que determine la
ley.

Los jueces de paz conocen en equidad de los conflictos individuales y comunitarios en los
casos y según los procedimientos establecidos por la ley.

Las autoridades de los territorios indígenas previstas en la ley ejercen sus funciones
jurisdiccionales únicamente dentro del ámbito de su territorio y conforme a sus propias
normas y procedimientos, los cuales no podrán ser contrarios a la Constitución y a las Leyes.
Estas últimas establecerán las autoridades que ejercen el control de constitucionalidad y
legalidad de los actos proferidos por las autoridades de los territorios indígenas.

Los tribunales y jueces militares conocen, con arreglo a las prescripciones de la ley y del
Código Penal Militar, de los delitos sometidos a su competencia.

ARTÍCULO 13. DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL POR OTRAS
AUTORIDADES Y POR PARTICULARES. <Artículo modificado por el artículo 6 de la Ley
1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> Ejercen función jurisdiccional de acuerdo con lo
establecido en la Constitución Política:

1. El Congreso de la República, con motivo de las acusaciones y faltas disciplinarias que se



formulen contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra los Magistrados de
la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la Corte Constitucional y del Consejo
Superior de la Judicatura y el Fiscal General de la Nación, aunque hubieren cesado en el ejercicio
de sus cargos.

Notas del Editor

- Los artículos del Acto Legisativo 2 de 2015 referenciados por el editor fueron declarados
INEXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-285-16 de 1o. de junio
de 2016, Magistrado Ponente Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez.

- Para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo dispuesto por los artículos
5o., 7o. y 8o. del Acto Legislativo 2 de 2015, 'por medio del cual se adopta una reforma de
equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones', publicado en el
Diario Oficial No. 49.560 de 1 de julio de 2015.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 5o. <Subrayas del editor> El artículo 174 de la Constitución Política quedará
así:

'Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces y contra los
miembros de la Comisión de Aforados, aunque hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos.
En este caso, será competente para conocer los hechos u omisiones ocurridos en el
desempeño de los mismos.

'ARTÍCULO 7o. <Subrayas del editor> El numeral tercero del artículo 178 de la
Constitución Política quedará así:

'3. Acusar ante el Senado, previa solicitud de la Comisión de Investigación y Acusación de la
Cámara de Representantes, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la
República o a quien haga sus veces y a los Miembros de la Comisión de Aforados.

'ARTÍCULO 8o. <Subrayas del editor> Adiciónese a la Constitución Política el artículo 178-
A:

'Artículo 178-A. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de
Justicia, del Consejo de Estado, de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y el Fiscal
General de la Nación serán responsables por cualquier infracción a la ley disciplinaria o
penal cometida en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de estas. En todo caso, no
podrá exigírseles en ningún tiempo responsabilidad por los votos y opiniones emitidos en sus
providencias judiciales o consultivas, proferidas en ejercicio de su independencia funcional,
sin perjuicio de la responsabilidad a la que haya lugar por favorecer indebidamente intereses
propios o ajenos.

'Una Comisión de Aforados será competente para investigar y acusar, conforme a la ley y los
principios del debido proceso, a los funcionarios señalados en el inciso anterior, aunque
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, será competente para conocer de
los hechos u omisiones ocurridos en el desempeño de los mismos.



'Si la investigación se refiere a faltas disciplinarias de indignidad por mala conducta, la
Comisión de Aforados adelantará la investigación y cuando hubiere lugar, presentará la
acusación ante la Cámara de Representantes. En ningún caso se podrán imponer otras penas
que la de suspensión o destitución del empleo. La decisión de la Cámara de Representantes
podrá ser apelada ante el Senado de la República. El Congreso en ningún caso practicará
pruebas. Contra la decisión del Senado no procederá ningún recurso ni acción.

'Si la investigación se refiere a delitos, la Comisión de Aforados también presentará la
acusación a la Corte Suprema de Justicia, para que allí se adelante el juzgamiento. En el caso
de juicios contra magistrados de la Corte Suprema de Justicia, los conjueces serán
designados por el Consejo de Estado.

'(...)

'PARÁGRAFO TRANSITORIO. Sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral tercero del
artículo 178, la Comisión de Investigación y Acusaciones de la Cámara de Representantes
mantendrá, durante un año contado a partir de la entrada en vigencia del presente Acto
Legislativo, la competencia para investigar los hechos ocurridos antes de la posesión de los
magistrados de la Comisión de Aforados, que se le imputen a los aforados citados en este
artículo y a los magistrados del Consejo Superior de la Judicatura. La Cámara de
Representantes adoptará las decisiones administrativas necesarias para que en ese lapso, los
representantes investigadores puedan:

'a) Dictar resolución inhibitoria en los casos que no ameriten apertura formal de investigación
cuando aparezca que la conducta no ha existido, que es objetivamente atípica, que la acción
penal no puede iniciarse o que está demostrada una causal de ausencia de responsabilidad.

'b) Remitir la investigación a la autoridad competente si se trata de hechos cometidos por
fuera del ejercicio de sus funciones y el investigado hubiere cesado en el ejercicio de su
cargo.

'c) Ordenar la apertura de investigación cuando se encuentren dados los supuestos legales que
lo ameriten y remitirla a la Comisión de Aforados para que asuma el proceso.

'd) Presentar la acusación ante la Plenaria de la Cámara de Representantes en relación con
investigaciones abiertas, cuando se encuentren dados los supuestos legales que lo ameriten.

'e) Remitir a la Comisión de Aforados todas las demás investigaciones, en el estado en que se
encuentren, incluidas las adelantadas contra los magistrados del Consejo Superior de la
Judicatura.

'Mientras la ley no adopte el procedimiento aplicable, la Comisión de Aforados se regirá por
el régimen procesal utilizado en las investigaciones que adelanta la Comisión de
Investigación y Acusación y las normas que lo sustituyan y lo modifiquen'.

2. Las autoridades administrativas respecto de conflictos entre particulares, de acuerdo con las
normas sobre competencia y procedimiento previstas en las leyes. Tales autoridades no podrán,
en ningún caso, realizar funciones de instrucción o juzgamiento de carácter penal; y

3. <Numeral CONDICIONALMENTE exequible> Los particulares actuando como conciliadores
o árbitros habilitados por las partes, en los términos que señale la ley. Tratándose de arbitraje, en



el que no sea parte el estado o alguna de sus Entidades, los particulares podrán acordar las reglas
de procedimiento a seguir, directamente o por referencia a la de un Centro de Arbitraje,
respetando, en todo caso los principios Constitucionales que integran el debido proceso.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 6 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario Oficial
No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 1 y numerales 1 y 2 declarados EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés Vargas
Hernández. El numeral 3 se declara CONDICIONALMENTE exequible, '... en el entendido
de que las partes también deben respetar lo dispuesto por las leyes especiales que regulen los
procedimientos arbitrales'.

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 13. Ejercen función jurisdiccional de acuerdo con lo establecido en la
Constitución Política:

1. El Congreso de la República, con motivo de las acusaciones y faltas disciplinarias que se
formulen contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra los Magistrados
de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la Corte Constitucional y del
Consejo Superior de la Judicatura y el Fiscal General de la Nación, aunque hubieren cesado
en el ejercicio de sus cargos.

2. Las autoridades administrativas, de acuerdo con las normas sobre competencia y
procedimiento previstas en las leyes. Tales autoridades no podrán, en ningún caso, realizar
funciones de instrucción o juzgamiento de carácter penal; y

3. Los particulares actuando como conciliadores o árbitros habilitados por las partes, en
asuntos susceptibles de transacción, de conformidad con los procedimientos señalados en la
ley. Tratándose de arbitraje, las leyes especiales de cada materia establecerán las reglas del
proceso, sin perjuicio de que los particulares puedan acordarlas. Los árbitros, según lo
determine la ley, podrán proferir sus fallos en derecho o en equidad.

  

CAPÍTULO III.

DE LOS EFECTOS DE LAS PROVIDENCIAS DE LAS AUTORIDADES ECLESIÁSTICAS



ARTÍCULO 14. DECLARADO INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el artículo 14 del mismo.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto orginal del Proyecto de Ley:

ARTICULO 14. DE LOS ACTOS DE JURISDICCION DE LAS AUTORIDADES
RELIGIOSAS. De conformidad con el artículo 42 de la Constitución Política, el Estado
colombiano reconoce plenos efectos civiles a las providencias  que sobre el
perfeccionamiento o la validez del vínculo de un matrimonio religioso profiera la autoridad
competente de la respectiva iglesia o confesión religiosa, en los términos establecidos en la
presente Ley, en las normas reguladoras del derecho de libertad religiosa y de cultos y de la
institución matrimonial, y en los tratados internacionales y convenios de derecho público
interno que para el efecto se celebren con la correspondiente Iglesia o Confesión.

La celebración de estos acuerdos no implicará una atribución de funciones jurisdiccionales
del Estado Colombiano a las autoridades eclesiásticas, ni su incorporación en la Rama
Judicial del Poder Público.

TÍTULO III.

DE LAS CORPORACIONES Y DESPACHOS JUDICIALES

CAPÍTULO I.

DE LOS ÓRGANOS DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA

1. DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

ARTÍCULO 15. INTEGRACIÓN. <Ver Notas del Editor> La Corte Suprema de Justicia es el
máximo Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria y está integrada por veintitrés (23) magistrados,
elegidos por la misma corporación para períodos individuales de ocho años, de listas superiores a
cinco (5) candidatos que reúnan los requisitos constitucionales, por cada vacante que se presente,
enviadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 2 del Acto Legislativo 1 de 2018, 'por medio del cual se modifican
los artículos 186, 234 y 235 de la Constitución Política y se implementan el derecho a la
doble instancia y a impugnar la primera sentencia condenatoria', publicado en el Diario
Oficial No. 50.480 de 18 de enero de 2018.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 234.  La Corte Suprema de Justicia es el máximo Tribunal de la Jurisdicción
Ordinaria y se compondrá del número impar de Magistrados que determine la ley. Esta
dividirá la Corte en Salas y Salas Especiales, señalará a cada una de ellas los asuntos que
deba conocer separadamente y determinará aquellos en que deba intervenir la Corte en pleno.
(...)'. <subraya el editor>

El Presidente elegido por la corporación la representará y tendrá las funciones que le señale la ley
y el reglamento.

<Inciso INEXEQUIBLE>

Notas de Vigencia

- Inciso adicionado por el artículo 15 del Decreto 2637 de 2004, publicada en el Diario
Oficial No. 45.658, de 1 de septiembre de 2004. INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- El Decreto 2637 de 2004 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-672-05  de 30 de junio de 2005, Magistrado Ponente Dr. Jaime
Córdoba Triviño.

Legislación Anterior

 Texto adicionado por el Decreto 2637 de 2004. INEXEQUIBLE:

<INCISO 3o.> <Inciso adicionado por el artículo 15 del Decreto 2637 de 2004. El nuevo
texto es el siguiente:> Transitoriamente la Sala Administrativa del Consejo Superior de la
Judicatura podrá crear salas o despachos de descongestión, liquidación y/o depuración cuyos
magistrados deberán tener las mismas calidades que la Constitución exige para los titulares y
podrán tener un régimen salarial y prestacional diferente. Su designación se hará de las listas
que envíe la Sala Administrativa.

PARÁGRAFO. El período individual de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia,
elegidos con anterioridad al 7 de julio de 1991, comenzará a contarse a partir de esta última
fecha.

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 de la Ley 1781 de 2016. El nuevo
texto es el siguiente:> Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, la Sala Laboral de la Corte
Suprema de Justicia tendrá Magistrados de descongestión en forma transitoria y por un período



que no podrá superar el término de ocho (8) años, contados a partir de la fecha de posesión.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 1 de la Ley 1781 de 2016, 'por la cual se modifican los
artículos 15 y 16 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia',
publicada en el Diario Oficial No. 49.879 de 20 de mayo de 2016.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-154-16 de 31 de marzo de 2016, Magistrada Ponente Dra.Gloria
Stella Ortiz Delgado, la Corte Constitucional, de conformidad con lo previsto en los artículos
153 y  241, numeral 8 de la Constitución, efectuó la revisión de constitucionalidad del
Proyecto de Ley Estatutaria número 187/14 Cámara, 78/14 Senado y declaró EXEQUIBLE
este artículo -1o. de la Ley 1781 de 2016-.

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo, salvo el aparte tachado que
declaró INEXEQUIBLE.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 15. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> La Corte Suprema de Justicia es el
máximo Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria y está integrada por veintitrés (23)
Magistrados, elegidos por la misma Corporación para períodos individuales de ocho años, de
listas superiores a cinco (5) candidatos que reúnan los requisitos constitucionales, por cada
vacante que se presente, enviadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la
Judicatura.

El Presidente elegido por la Corporación para un período de un año la representará y tendrá
las funciones que le señale la ley y el reglamento.

PARAGRAFO. El período individual de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia,
elegidos con anterioridad al 7 de julio de 1991, comenzará a contarse a partir de esta última
fecha.

ARTÍCULO 16. SALAS. <Artículo modificado por el artículo 7 de la Ley 1285 de 2009. El
nuevo texto es el siguiente:> La Corte Suprema de Justicia cumplirá sus funciones por medio de
cinco salas, integradas así: La Sala Plena, por todos los Magistrados de la Corporación; la Sala
de Gobierno, integrada por el Presidente, el Vicepresidente y los Presidentes de cada una de las
Salas especializadas; la Sala de Casación Civil y Agraria, integrada por siete Magistrados; la
Sala de Casación Laboral, integrada por siete Magistrados y la Sala de Casación Penal, integrada
por nueve Magistrados.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 2 del Acto Legislativo 1 de 2018, 'por medio del cual se modifican
los artículos 186, 234 y 235 de la Constitución Política y se implementan el derecho a la
doble instancia y a impugnar la primera sentencia condenatoria', publicado en el Diario
Oficial No. 50.480 de 18 de enero de 2018.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 234.  La Corte Suprema de Justicia es el máximo Tribunal de la Jurisdicción
Ordinaria y se compondrá del número impar de Magistrados que determine la ley. Esta
dividirá la Corte en Salas y Salas Especiales, señalará a cada una de ellas los asuntos que
deba conocer separadamente y determinará aquellos en que deba intervenir la Corte en pleno.
(...)'. <subraya el editor>.

El artículo 234 de la C.P define la integración, requisitos y competencias de las Salas
Especiales.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 1o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-713-
08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés Vargas Hernández.

<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> Las Salas de Casación Civil y Agraria Laboral y
Penal, actuarán según su especialidad como Tribunal de Casación, pudiendo seleccionar las
sentencias objeto de su pronunciamiento, para los fines de unificación de la jurisprudencia,
protección de los derechos constitucionales y control de legalidad de los fallos. También
conocerán de los conflictos de competencia que, en el ámbito de sus especialidades, se susciten
entre las Salas de un mismo tribunal, o entre Tribunales, o entre estos y juzgados de otro distrito,
o entre juzgados de diferentes distritos.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 2o. declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés
Vargas Hernández, '... en el entendido de que la decisión de no selección adoptada al
momento de decidir sobre la admisión del recurso de casación será motivada y tramitada
conforme a las reglas y requisitos específicos que establezca la ley, y de que en ningún caso
impide interponer la acción de tutela contra la sentencia objeto del recurso, la decisión de no
selección o la decisión que resuelva definitivamente el recurso de casación'.

PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo 2 de la Ley 1781 de 2016. El nuevo texto
es el siguiente:> La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia contará con cuatro
salas de descongestión, cada una integrada por tres Magistrados de descongestión, que actuarán
de forma transitoria y tendrán como único fin tramitar y decidir los recursos de casación que
determine la Sala de Casación Laboral de esta Corte. Los Magistrados de Descongestión no



harán parte de la Sala Plena, no tramitarán tutelas, ni recursos de revisión, no conocerán de las
apelaciones en procesos especiales de calificación de suspensión o paro colectivo del trabajo, ni
de los conflictos de competencia, que en el ámbito de su especialidad se susciten, y no tendrán
funciones administrativas. El reglamento de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de
Justicia determinará las condiciones del reparto de los procesos.

Las salas de descongestión actuarán independientemente de la Sala de Casación Laboral de la
Corte Suprema de Justicia, pero cuando la mayoría de los integrantes de aquellas consideren
procedente cambiar la jurisprudencia sobre un determinado asunto o crear una nueva, devolverán
el expediente a la Sala de Casación Laboral para que esta decida.

La elección y los requisitos para acceder al cargo de Magistrado de las Salas de Descongestión
Laboral serán los previstos en la Constitución y la ley para los Magistrados de la Corte Suprema
de Justicia. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, o quien haga sus
veces, determinará la estructura y planta de personal de dichas salas.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 2 de la Ley 1781 de 2016, 'por la cual se modifican los
artículos 15 y 16 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia',
publicada en el Diario Oficial No. 49.879 de 20 de mayo de 2016.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-154-16 de 31 de marzo de 2016, Magistrada Ponente Dra.Gloria
Stella Ortiz Delgado, la Corte Constitucional, de conformidad con lo previsto en los artículos
153 y  241, numeral 8 de la Constitución, efectuó la revisión de constitucionalidad del
Proyecto de Ley Estatutaria número 187/14 Cámara, 78/14 Senado y declaró EXEQUIBLE
este artículo, salvo lo dispuesto en el inciso 3o. original que declaró INEXEQUIBLE -
Artículo 2 de la Ley 1781 de 2016.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley 187/14 Cámara,  78/14 Senado - Ley1781 de 2016-:

Artículo 2°. (...)

El periodo de los Magistrados de descongestión será de ocho años así: dos (2) años iniciales
prorrogables de forma consecutiva por dos (2) años más y así sucesivamente, sin superar un
período individual máximo de ocho (8) años. Las prórrogas se harán de acuerdo al
rendimiento satisfactorio y efectividad que demuestren los Magistrados de descongestión en
el trámite y decisión de los procesos a su cargo. La Sala de Casación Laboral de la Corte
Suprema de Justicia, conforme a su reglamento, determinará las metas bianuales y llevará el
control del rendimiento y gestión de los Magistrados de las Salas de Descongestión frente a
los procesos que deben tramitarse y decidirse por estas Salas. Solo en el evento en que los
Magistrados de las Salas de Descongestión Laboral tengan un rendimiento satisfactorio a
través del cumplimiento de esta meta bianual de descongestión, su competencia será
prorrogada cada dos (2) años, por dos (2) años más, sin superar el periodo individual máximo
de ocho (8) años, contados a partir de la fecha de posesión.



(...).

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 7 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario Oficial
No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

- Inciso 1o. modificado por el artículo 4 del Decreto 2637 de 2004, publicada en el Diario
Oficial No. 45.658, de 1 de septiembre de 2004. INEXEQUIBLE

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 1o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-713-
08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés Vargas Hernández. Inciso 2
declarado CONDICIONALMENTE exequible, '... en el entendido de que la decisión de no
selección adoptada al momento de decidir sobre la admisión del recurso de casación será
motivada y tramitada conforme a las reglas y requisitos específicos que establezca la ley, y de
que en ningún caso impide interponer la acción de tutela contra la sentencia objeto del
recurso, la decisión de no selección o la decisión que resuelva definitivamente el recurso de
casación'. Se declaran INEXEQUIBLES unos apartes del texto del Proyecto de Ley.

- El Decreto 2637 de 2004 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-672-05  de 30 de junio de 2005, Magistrado Ponente Dr. Jaime
Córdoba Triviño.

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar de fondo sobre el texto del artículo
4 (parcial) del Decreto 2637 de 2004, mediante Sentencia C-334-05 de 4 de abril de 2005,
Magistrado Ponente Dr. Clara Inés Vargas Hernández. Expone la Corte en las razones de la
decisión: '...lo procedente es realizar un estudio integral y definitivo del decreto demandado
por la vía del artículo 153 superior.'

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLES los incisos 3 y 4 y
 CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el resto del artículo 16 del mismo, 'bajo las
condiciones previstas en esta providencia.'.

Expresa la Corte en la providencia:

'La norma en comento determina el número y las funciones de las diferentes salas que
componen la Corte Suprema de Justicia. Como se señaló para el caso del artículo anterior,
esta facultad del legislador encuentra respaldo constitucional específico en el artículo 234
superior, el cual dispone que la ley 'dividirá a la Corte en salas, señalará a cada una de ellas
los asuntos que deba conocer separadamente y determinará aquellos en que deba intervenir la
Corte en pleno'. Así, pues, resulta jurídicamente válido el que la norma bajo revisión hubiese
dividido a la citada Corporación en cinco salas (Plena, de Gobierno, de Casación Civil y
Agraria, de Casación Laboral y de Casación Penal), hubiese determinado igualmente el
número de magistrados que integran cada una de ellas y hubiese también definido que las tres
últimas actuarán, dentro del ámbito de su competencia y de su especialidad, como tribunal de



casación (Art. 235-1 C.P.).

Cuestión diferente es la facultad que la disposición bajo examen le otorga a la Sala Penal de
Corte Suprema de Justicia para conocer del 'recurso extraordinario de revisión' que se
presente contra las sentencias ejecutoriadas de la Sala Contencioso Administrativa del
Consejo de Estado, a través de las cuales se haya decretado la pérdida de la investidura de un
congresista.

Sin entrar a analizar los pormenores de la institución de la pérdida de la investidura de los
congresistas, consagrada en el artículo 183 de la Carta Política, cabe señalar que ella hace
parte de todo un régimen de incompatibilidades, inhabilidades y prohibiciones que el
Constituyente estableció, en virtud de la importancia y de la trascendencia política, social y
jurídica que implica el ser miembro del Congreso de la República. Para efectos del asunto en
comento, baste señalar que por tratarse de la sanción más grave que se le puede imponer a un
congresista -habida cuenta de la naturaleza de la falta cometida, del prestigio de la institución
que se pone en entredicho, del interés de la colectividad que lo ha elegido y de las
consecuencias del fallo-, la Carta Política determinó sus causales en forma taxativa (Art.
183). Sin embargo, es pertinente aclarar que para el caso de la indebida destinación de
dineros públicos (Art. 183-4 C.P.), ella no involucra necesariamente la causal prevista en el
artículo 110 superior, según la cual el congresista pierde la investidura si viola la prohibición
de hacer 'contribución alguna a los partidos, movimientos o candidatos, o a inducir a otros
que lo hagan, salvo las excepciones que establezca la ley'. En otras palabras, a las causales
establecidas en el artículo 183, debe adicionarse la contemplada en el artículo 110
constitucional, con las excepciones legales.

Ahora bien, dentro de estos mismos parámetros debe señalarse que el artículo 184 superior
estableció una competencia única, especial y autónoma en cabeza del Consejo de Estado,
 para, con base en lo dispuesto en el artículo 29 constitucional, pronunciarse y definir la
pérdida de la investidura de un congresista. Al respecto la disposición referenciada, prevé:

'ARTICULO 184. La pérdida de la investidura será decretada por el Consejo de Estado de
acuerdo con la ley y en un término no mayor de veinte días hábiles, contados a partir de la
fecha de la solicitud formulada por la mesa directiva de la cámara correspondiente o por
cualquier ciudadano'.

Sobre los alcances de esta disposición, en particular respecto de la competencia de la Sala
Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado para conocer y decidir acerca
de la pérdida de la investidura, esta Corte ha establecido:

'Empero, para esta Corporación resulta claro que una cosa son las funciones
jurisdiccionales del Consejo de Estado como tribunal supremo de lo contencioso
administrativo, y otra distinta las que corresponden al mismo Consejo de Estado (Sala
de Consulta y de Servicio Civil) como cuerpo supremo consultivo del Gobierno en
asuntos de administración, de exclusiva competencia de esta.

Posteriormente, agregó:

'Y no hay duda que la atribución de la pérdida de la investidura de los Congresistas de
que trata el numeral 5o. del artículo 237 de la Constitución Nacional es de naturaleza
jurisdiccional y no propia de la función consultiva. Y de que además, dentro de las que
atañen al Consejo de Estado en Pleno, nunca ha estado la referente a las materias que



tengan que  ver con la función jurisdiccional.

'En efecto, la pérdida de la investidura está revestida de un proceso especial que surge, bien
por solicitud de la Mesa Directiva, o por iniciativa ciudadana.

'En cambio, la función consultiva se deriva de la iniciativa exclusivamente gubernamental, y
sin que, desde luego, tenga en este caso injerencia alguna la Sala Plena de lo Contencioso
Administrativo del Consejo de Estado. Es evidente que las dos Salas integran la Sala
Plena del Consejo de Estado pero en ningún caso para conocer de asuntos
jurisdiccionales (...).

'De esta manera, si la decisión que adopta el Consejo de Estado, como atribución
constitucional,  sobre pérdida de la investidura, es producto de una actuación
jurisdiccional, no hay duda que dicha función encaja dentro de la competencia de la
Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado y no de la Plenaria de la
misma Corporación, ya que como función jurisdiccional, la pérdida de investidura
termina con una sentencia de la Corporación.

'Así, pues, estima la Corte que la pérdida de la investidura entraña una función
jurisdiccional en forma inequívoca, y en el caso de las normas en comento, el término
'Consejo de Estado' alude al Pleno de su Sala Contencioso Administrativa, para estos
efectos. No a la reunión de ésta con la Sala de Consulta y Servicio Civil, pues, por
disposición del mismo Constituyente, la división del Consejo en Salas y Secciones
persigue dar efectividad al mandato constitucional que obliga al legislador a 'separar
las funciones jurisdiccionales de las demás que le asignen la Constitución y la Ley'.'
(Negrillas fuera de texto original).

Las anteriores consideraciones permiten concluir, sin ningún asomo de duda, que la decisión
respecto de la pérdida de la investidura le compete en forma exclusiva y autónoma al
Consejo de Estado y más exactamente a la Sala Contencioso Administrativa. En
consecuencia, ningún otro órgano perteneciente a cualquiera otra rama del poder puede entrar
a revisar las determinaciones que sobre el particular adopte la citada Sala de esa Corporación,
pues con ello no sólo se estaría desconociendo flagrantemente lo dispuesto en los artículos
184 y 237-5 de la Constitución, sino también se estaría atentando contra los artículos 113 y
228 superiores, que consagran la independencia del juez cuando la Carta le ha otorgado,
como en el presente caso, una atribución exclusiva y autónoma para fallar.

Por otra parte, debe recordarse que la norma bajo examen establece una competencia en
cabeza de la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia para pronunciarse respecto del
recurso extraordinario de revisión que se pueda interponer contra las decisiones de la Sala
Contencioso Administrativa del Consejo de Estado. Conviene, entonces, remitirse a lo
dispuesto por esta Corte a propósito de la constitucionalidad del artículo 17 de la Ley 144 de
1994, que consagra la procedencia del referido recurso con base en las  causales previstas en
el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo y en las de los literales a) y b) de la
aludida norma, esto es, falta del debido proceso y violación del derecho de defensa. Al
respecto, pues, dijo la Corte:

'Del hecho de que la Constitución misma no haya plasmado recurso alguno contra la
sentencia que decreta la pérdida de la investidura no puede deducirse que esté
impedido el legislador para establecerlo, menos todavía si se trata de uno extraordinario,



fundado en causales constitucionales tan evidentes como la de haber incurrido la sentencia en
falta al debido proceso.

'Por el contrario, la norma demandada encuentra fundamento en el artículo 184 de la Carta
Política, a cuyo tenor la pérdida de la investidura será decretada por el Consejo de Estado 'de
acuerdo con la ley'. Lo establecido en ésta es válido mientras no contraríe la Constitución,
como en efecto no ocurre en este caso.

'El tema de la competencia para resolver sobre el recurso ha sido controvertido por el
 Consejo de Estado  -Sala Plena de lo Contencioso Administrativo-, que ha resuelto inaplicar
en varias ocasiones el artículo 17 de la Ley 144 de 1994, alegando que 'ni en la ley que
consagró el recurso extraordinario especial de revisión, ni en norma anterior o posterior, se
determinó la autoridad judicial ante la cual éste podía interponerse y tramitarse, de donde se
concluye que en la actualidad la competencia para conocer del referido recurso no ha sido
asignada y, consecuencialmente, no puede la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo
del Consejo de Estado asumir el conocimiento (...), hasta tanto el legislador determine esa
competencia'.

'La Corte Constitucional no entrará a definir en este proceso cuál es el juez competente,
función ésta que corresponde al legislador, pero se abstendrá de declarar la
inconstitucionalidad de la norma pues el motivo que invoca el Consejo de Estado no es de
inconstitucionalidad, por no haberse quebrantado principio ni disposición alguna de la Carta
al establecerse el recurso, sino más bien un llamado de atención al Legislativo para que, por
vía de autoridad, defina a quién corresponde resolver sobre los recursos extraordinarios que
se interpongan contra las sentencias mediante las cuales se decreten pérdidas de investidura.

'La norma separa las causales de 'falta del debido proceso' y 'violación del derecho de
defensa'. En realidad, el segundo aspecto hace parte del primero, como lo consagra el artículo
29 de la Constitución, de tal manera que cuando el derecho de defensa es desconocido se
viola necesariamente el debido proceso, que es un concepto genérico. Sin embargo, lo
anotado no obsta para la exequibilidad del precepto, que precisamente encuentra su sentido y
fundamento constitucional en la necesidad de brindar a quien es condenado la posibilidad de
impugnar la sentencia cuando ella en sí misma constituye una vulneración de las garantías
procesales'. (Negrillas fuera de texto original).

De lo expuesto se colige que la posibilidad de interponer un recurso extraordinario de
revisión contra una sentencia que decrete la pérdida de la investidura de un congresista,
encuentra pleno asidero en los artículos 29 y 184 constitucionales. Sin embargo, no ocurre lo
mismo respecto del juez competente para conocer de esa situación en los términos que
establece el artículo 16 del proyecto que se revisa. En efecto, téngase en cuenta por una parte,
que, como se señaló, la Corte Constitucional ha establecido con suficiente claridad que sólo
el Consejo de Estado, y en particular la Sala de lo Contencioso Administrativo, tiene la
competencia exclusiva y autónoma para decretar la pérdida de la investidura del congresista;
y, por otra parte, que si bien la Corte, en la sentencia transcrita, estableció -con una
argumentación que en esta oportunidad se reitera- que no es de su resorte el definir el juez
competente para conocer del recurso extraordinario de revisión, sino que esa es atribución
propia del legislador, ello no significa que se le permita a la ley desconocer el mandato del
Constituyente respecto del juez competente -o juez natural en este caso- para conocer del
proceso en cuestión. En otras palabras, si bien es constitucional establecer un recurso
extraordinario de revisión en materia de pérdida de la investidura, el juez competente para



conocer de ese recurso deberá ser determinado por la ley ordinaria, entre alguno de los
órganos que conforman la jurisdicción contencioso administrativa. Como es lógico, se repite,
no le corresponde a la Corte determinar cuál es el juez competente, así como tampoco es su
obligación evaluar los aspectos prácticos del proceso establecido en la las Leyes 5a de 1992 y
144 de 1994. La labor de la Corte, consiste en no permitir que los pormenores del proceso de
pérdida de investidura se consagren por fuera de los límites que determina la propia
Constitución.

Como si lo anterior no fuese suficiente, esta Corporación estima que la regulación en
comento, especialmente la fijación de un recurso y el término para interponerlo, es materia
procesal propia de una ley ordinaria, más exactamente de un código (Art. 150-2 C.P.).
Además de lo expuesto, resulta evidente que la jurisdicción ordinaria no está llamada a
intervenir dentro del proceso de pérdida de investidura de los congresistas. Es por ello que la
disposición que se revisa vulnera también el artículo 158 superior.

Así las cosas, la Corte declarará la inexequibilidad de los incisos tercero y cuarto del artículo
que se revisa, ya que, como se ha señalado, la decisión de confiar a la Sala Penal de la Corte
Suprema de Justicia el conocimiento de los recursos extraordinarios de revisión contra las
sentencias de la Sala de lo Contencioso Administrativo que decreten la pérdida de la
investidura de un congresista, viola los artículos 113, 158, 183, 184, 228 y 237-5 de la Carta.
Valga aclarar que esta declaración de inconstitucionalidad no significa que desaparezcan del
ordenamiento jurídico aquellos apartes o expresiones del artículo en comento que también se
hubiesen consagrado en el artículo 17 de la ley 144 de 1994, declarados exequibles por esta
Corporación, pues, naturalmente, al estar contenidos en dicha normatividad, mantienen su
vigencia, su fuerza y su obligatoriedad jurídica.

Legislación Anterior

Texto modificado por el Decreto 2637 de 2004. INEXEQUIBLE:

<Inciso 1o.> <Inciso INEXEQUIBLE> <Texto tachado corresponde al texto corregido y/o
adicionado por el Decreto 2697 de 2004, SUSPENDIDO PROVISIONALMENTE; el texto
entre <> corresponde al texto original del Decreto 2637 de 2004> La Corte Suprema de
Justicia cumplirá sus funciones por medio de cinco salas, integradas así: La Sala Plena, por
todos los Magistrados de la Corporación; la Sala de Gobierno, integrada por el Presidente, el
Vicepresidente y los Presidentes de cada una de las Salas Especializadas; la Sala de Casación
Civil y Agraria, integrada por siete Magistrados, la Sala de Casación Laboral, integrada por
siete Ma gistrados y la Sala de Casación Penal, integrada por nueve Magistrados. Las
distintas salas cuando lo consideren conveniente, se organizarán en salas de decisión
integradas por tres Magistrados. Transitoriamente podrán estar integradas adicionalmente por
los magistrados de descongestión que para el efecto designe <cree> la Sala Administrativa
del Consejo Superior de la Judicatura.

Texto original de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 16. La Corte Suprema de Justicia cumplirá sus funciones por medio de cinco
salas, integradas así: La Sala Plena, por todos los Magistrados de la Corporación; la Sala de
Gobierno, integrada por el Presidente, el Vicepresidente y los Presidentes de cada una de las
Salas especializadas; la Sala de Casación Civil y Agraria, integrada por siete Magistrados, la
Sala de Casación Laboral, integrada por siete Magistrados y la Sala de Casación Penal,



integrada por nueve Magistrados.

Las Salas de Casación Civil y Agraria, Laboral y Penal, actuarán según su especialidad como
tribunal de casación. También conocerán de los conflictos de competencia que, en el ámbito
de sus especialidades, se susciten entre las Salas de un mismo Tribunal, o entre Tribunales, o
entre éstos y juzgados de otro distrito, o entre juzgados de diferentes distritos.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 16.  (...)

<Incisos 3 y 4 INEXEQUIBLES> Serán susceptibles del Recurso Extraordinario Especial de
Revisión ante la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, las sentencias ejecutoriadas
proferidas por la Sala Contencioso Administrativa del Consejo de Estado, mediante las
cuales haya sido decretada la pérdida de la investidura del congresista. Además de las normas
sustantivas y procesales de derecho, será aplicable lo establecido en el Artículo 188 del
Código Contencioso Administrativo, así como lo preceptuado en la Constitución y leyes de
la República, en especial las siguientes causales:

1. Falta al debido proceso.

2. Violación del derecho de defensa

El recurso extraordinario especial de revisión de que trata el inciso anterior, el cual fue
establecido por la ley 144 de 1994, podrá ser interpuesto dentro de los cinco (5) años
siguientes a la ejecutoria de la sentencia y deberá ser resuelto por la Sala Penal de la Corte
Suprema de Justicia dentro de los sesenta (60) días siguientes a la presentación del mismo.  

ARTÍCULO 17. DE LA SALA PLENA. La Sala Plena cumplirá las siguientes funciones:

1. <Numeral modificado por el artículo 2 de la Ley 585 de 2000. El nuevo texto es el siguiente:>
Elegir a los Magistrados, de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial de conformidad con
las normas sobre carrera judicial.

Así mismo, elegir al Secretario General y designar a los demás empleados de la Corporación, con
excepción de las Salas y Despachos, los cuales serán designados por cada una de aquellas o por
los respectivos Magistrados.

Notas de Vigencia

- Numeral 1. modificado por el artículo 2 de la Ley 585 de 2000, publicada en el Diario
Oficial No. 44.063 de 30 de junio de 2000

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 270 de 1996:

1. Elegir al Secretario General y designar a los demás empleados de la Corporación, con
excepción de los de las Salas y Despachos, los cuales serán designados por cada una de
aquéllas o por los respectivos Magistrados.



2. Resolver los asuntos administrativos y jurisdiccionales que correspondan a la Corporación.

3. Resolver los conflictos de competencia en la Jurisdicción Ordinaria, que no correspondan a
alguna de sus Salas o a otra autoridad judicial.

4. Darse su propio reglamento.

5. <Numeral modificado por el artículo 2 de la Ley 585 de 2000. El nuevo texto es el siguiente:>
Hacer, previo el estudio en cada Sala de Casación, la evaluación del factor cualitativo de la
calificación de servicios de los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, que
servirá de base para la calificación integral.

Notas de Vigencia

- Numeral 5. modificado por el artículo 2 de la Ley 585 de 2000, publicada en el Diario
Oficial No. 44.063 de 30 de junio de 2000

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 270 de 1996:

5. Hacer, previo el estudio en cada Sala de Casación, la evaluación del factor cualitativo de la
calificación de servicios de los Magistrados de los Tribunales Superiores del Distrito
Judicial, que servirá de base para la calificación integral.

7. Las demás que le prescriban la Constitución, la ley o el reglamento.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Mientras subsista el Tribunal Nacional en su condición de
tribunal de instancia de los jueces regionales, corresponde a la Sala Plena de la Corte Suprema
Justicia, elegir a sus Magistrados.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el numeral 6 y CONDICIONALMENTE
EXEQUIBLE el resto del artículo 17 del mismo, 'bajo las condiciones previstas en esta
providencia.'

Expresa la Corte en la providencia:

'Para la Corte, las funciones que prevén los numerales 1o, 2o, 3o, 4o y 7o de la disposición
que se revisa, en nada vulneran las previsiones contenidas en la Carta Política, en particular
en los artículos 234 y 235 superiores, toda vez que se trata de asuntos especialmente de
índole administrativa, necesarios para el funcionamiento del máximo tribunal de la
jurisdicción ordinaria. Debe señalarse, eso sí, que el término 'empleados' contenido en el
numeral 1o, es exequible siempre y cuando en su designación se respeten las disposiciones
legales referentes a la carrera administrativa, cuando haya lugar. En iguales términos,
obsérvese que dada la naturaleza de las tareas que se le asignan a ciertos funcionarios y



empleados de los despachos de los magistrados -como es el caso de los magistrados
auxiliares-, amerita que ellos sean de libre nombramiento y remoción.

Por otra parte, para esta Corporación la posibilidad de asignar funciones a la Sala Plena de la
Corte Suprema de Justicia a través del reglamento interno, no desconoce al artículo 235
referido, pues debe entenderse que esas tareas en momento alguno pueden modificar, alterar,
reemplazar o derogar las que le hubiese conferido la ley. Por el contrario, la Corte
Constitucional estima que las labores que se asignan mediante el reglamento se enmarcan
más dentro de la necesidad de adoptar medidas tendientes al normal y dinámico
funcionamiento de este tipo de corporaciones judiciales.

En cuanto a la atribución contenida en el numeral 5o del artículo, a través del cual se faculta
a la Sala Plena de la Corte Suprema para realizar la calificación de servicios de los
magistrados de los tribunales superiores de distrito judicial, es cuestionada por algunos de los
ciudadanos intervinientes, ya que consideran que esa es una responsabilidad que le atañe en
forma autónoma al Consejo Superior de la Judicatura. En efecto, los numerales 3o y 4o del
artículo 256 del Estatuto Superior, le confieren al Consejo Superior de la Judicatura la
función de examinar la conducta y sancionar las faltas de los funcionarios de la rama judicial,
así como la de llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales.
Si bien la Corte reconoce que este es un asunto de competencia exclusiva e independiente de
la citada entidad, no por ello debe considerarse que la atribución consignada en el numeral 5o
del artículo que se estudia signifique la usurpación de las labores en comento. Se trata
simplemente, a juicio de esta Corporación, de un estudio que, como lo define la norma,
'servirá de base para la calificación integral' de los magistrados de los tribunales superiores,
al cual en momento alguno puede dársele carácter de obligatorio o definitivo, pues ahí sí se
estaría desconociendo el mandato constitucional citado. En otras palabras, el estudio que
realice la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia se debe enmarcar dentro de una
colaboración necesaria y armónica entre dos órganos de la rama judicial, sin que por ello se
esté atentando contra la autonomía del Consejo Superior Judicatura, el cual siempre
mantendrá la competencia singular que le otorga la Constitución para controlar el
rendimiento de los citados funcionarios judiciales y, por tanto, podrá utilizar o no las
evaluaciones que en su momento le remita el máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria.

Por otra parte, el numeral 6o del artículo le asigna a la Sala Plena la posibilidad de resolver
las impugnaciones y los recursos de apelación contra las diferentes actuaciones procesales
que realice la Sala de Casación Penal, en los casos de juzgamiento a funcionarios y
servidores públicos con fuero constitucional. Para poder comprender los alcances
constitucionales de esta disposición, resulta indispensable remitirse, en primer término, al
artículo 234 superior que prevé:

ARTICULO 234. La Corte Suprema de Justicia es el máximo tribunal de la jurisdicción
ordinaria y se compondrá del número impar de magistrados que determine la ley. Esta
dividirá la Corte en salas, señalará a cada una de ellas los asuntos que deba conocer
separadamente y determinará aquellos en que deba intervenir la Corte en pleno.

Esta norma señala que la Corte Suprema será dividida por la ley en salas, las cuales
conocerán de sus asuntos en forma 'separada', salvo que se determine que en algunas
oportunidades se estudiarán materias por la Corporación en pleno. En ese orden de ideas, las
atribuciones que el artículo 235 de la Carta le atribuye a la Corte, en particular la de actuar
como tribunal de casación y la de juzgar a los funcionarios con fuero constitucional, deben



entenderse que serán ejercidas en forma independiente por cada una de sus salas, en este
caso, por la Sala de Casación Penal. De lo anterior se infieren, pues, varias conclusiones: en
primer lugar, que cada sala de casación -penal, civil o laboral- actúa, dentro del ámbito de su
competencia, como máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria; en segundo lugar, que cada
una de ellas es autónoma para la toma de las decisiones y, por lo mismo, no puede inferirse
en momento alguno que la Constitución definió una jerarquización entre las salas; en tercer
lugar, que el hecho de que la Carta Política hubiese facultado al legislador para señalar los
asuntos que deba conocer la Corte en pleno, no significa que las salas de casación pierdan su
competencia o que la Sala Plena sea superior jerárquico de alguna de ellas. En otras palabras,
la redacción del artículo 234 constitucional lleva a la conclusión evidente de que bajo ningún
aspecto puede señalarse que exista una jerarquía superior, ni dentro ni fuera, de lo que la
misma Carta ha calificado como 'máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria'.

En igual sentido, esta Corporación comparte los argumentos expuestos por el señor
presidente de la Corte Suprema de Justicia, cuando, a propósito del análisis de
constitucionalidad del numeral que se revisa, y en particular respecto de los fundamentos
para determinar como de única instancia los procesos de juzgamiento a funcionarios con
fuero constitucional, señaló: 'De igual forma, si se acude al fundamento de la doble instancia
como sistema concebido para disminuir los riesgos que consigo lleva la falibilidad humana,
se aprecia que ésta es ineluctable, pero que precisamente se procura que la segunda instancia
esté a cargo de un órgano más versado, docto y especializado en la ciencia específica, lo cual
resulta francamente inconsecuente cuando la decisión de quienes han sido escogidos como
expertos en la matera, pasa a ser revisada por funcionarios cuya versación y entrenamiento no
son los mismos'.

Así las cosas, al suponerse que el recurso de apelación contra sentencias, medidas cautelares,
providencias y autos interlocutorios que profiera un funcionario judicial, implica que un juez
de mayor grado revisará esas decisiones, y al haberse establecido que la Sala Plena de la
Corte Suprema de Justicia no es superior jerárquico de la Sala Casación Penal, se hace
entonces necesario declarar la inexequibilidad del numeral 6o del artículo 17.

Finalmente, debe la Corte agregar que no comparte los argumentos expuestos por los
ciudadanos Carlos A. Moreno y Pedro Pablo Camargo respecto de la inconstitucionalidad de
la denominada justicia regional. Al respecto, baste señalar que esta Corporación ya se ha
referido en diversas oportunidades al tema y ha determinado, con pleno fundamento, que este
tipo de justicia se ajusta a los preceptos contenidos en la Carta Política. De igual forma, debe
reiterarse que el artículo 116 superior no señala taxativamente los órganos y las personas
encargadas de administrar justicia. Por lo demás, no sobra agregar que los denominados
Tribunales Nacionales sí se encuentran enunciados en el artículo fundamental citado, pues,
para la Corte, este tipo de justicia hace parte de lo que la Constitución califica como
'jurisdicción ordinaria'. Al respecto, se ha señalado:

'A partir de la entrada en vigencia del nuevo Código de Procedimiento Penal (Decreto 2700
de 1991), hecho que tuvo ocurrencia el 1o. de julio de 1992, la antigua jurisdicción de orden
público se integró a la jurisdicción ordinaria cambiando su denominación y es así como los
jueces de orden público ahora se llaman jueces regionales y el Tribunal Nacional de orden
público es el Tribunal Nacional.

'La facultad de atribuir competencia a las distintas autoridades judiciales para conocer de los
asuntos que con fundamento en una determinada y preconcebida política criminal se les



asigne, es tarea propia y exclusiva del legislador, que también puede ejercer válidamente el
Presidente de la República durante los estados de excepción (...)'.

No obstante las razones expuestas, debe aclararse que el parágrafo transitorio del artículo 17
será declarado exequible, bajo la condición de que se respete el procedimiento fijado en la
Carta Política para la elección de magistrados de tribunales. Por tanto, será necesaria la
elaboración de la lista de candidatos por parte de la Sala Administrativa del Consejo Superior
de la Judicatura (Art. 257-2 C.P.), y la correspondiente designación de los funcionarios por
parte de la entidad competente, es decir, por la Corte Suprema de Justicia.'.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 17

6. <Numeral INEXEQUIBLE> Resolver las impugnaciones y los recursos de apelación
contra las sentencias, medidas cautelares, providencias y autos interlocutorios que profiera la
Sala de Casación Penal en los procesos que trámite contra los funcionarios y servidores
públicos con fuero constitucional de juzgamiento por los hechos punibles que se les imputen;

ARTÍCULO 18. CONFLICTOS DE COMPETENCIA. Los conflictos de competencia que se
susciten entre autoridades de la jurisdicción ordinaria que tengan distinta especialidad
jurisdiccional y que pertenezcan a distintos distritos, serán resueltos por la Corte Suprema de
Justicia en la respectiva Sala de Casación que de acuerdo con la ley tenga el carácter de superior
funcional de las autoridades en conflicto, y en cualquier otro evento por la Sala Plena de la
Corporación.

Los conflictos de la misma naturaleza que se presenten entre autoridades de igual o diferente
categoría y pertenecientes al mismo Distrito, serán resueltos por el mismo Tribunal Superior por
conducto de las Salas Mixtas integradas del modo que señale el reglamento interno de la
Corporación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

2. DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES DEL DISTRITO JUDICIAL.

ARTÍCULO 19. JURISDICCIÓN. Los Tribunales Superiores son creados por la Sala
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para el cumplimiento de las funciones que
determine la ley procesal en cada distrito judicial. Tienen el número de Magistrados que
determine la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura que, en todo caso, no
será menor de tres.



Notas de Vigencia

- Inciso modificado por el artículo 5 del Decreto 2637 de 2004, publicada en el Diario Oficial
No. 45.658, de 1 de septiembre de 2004. INEXEQUIBLE

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- El Decreto 2637 de 2004 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-672-05  de 30 de junio de 2005, Magistrado Ponente Dr. Jaime
Córdoba Triviño.

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

Legislación Anterior

Texto modificado por el Decreto 2637 de 2004. INEXEQUIBLE:

<INCISO 1o.> <Inciso modificado por el artículo 5 del Decreto 2637 de 2004. El nuevo
texto es el siguiente:> Los Tribunales Superiores son creados por la Sala Administrativa del
Consejo Superior de la Judicatura para el cumplimiento de las funciones que determine la ley
procesal en cada distrito judicial, o en todo el territorio nacional cuando se creen
transitoriamente tribunales especiales de descongestión, depuración y/o liquidación de
conformidad con el reglamento que expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la
Judicatura y tendrán el número de Magistrados que esta determine que, en todo caso, no será
menor de tres.

Los Tribunales Superiores ejercerán sus funciones por conducto de la Sala Plena, integrada por
la totalidad de los Magistrados, por la Sala de Gobierno, por las Salas especializadas y por las
demás Salas de Decisión plurales e mpares, de acuerdo con la ley.

PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Mientras se integran las Salas de Decisión impares en
aquellos lugares donde existen salas duales, éstas seguirán cumpliendo las funciones que vienen
desarrollando.

PARÁGRAFO TRANSITORIO 2o. Los Tribunales Superiores de Distrito Judicial creados con
anterioridad a la presente Ley, continuarán cumpliendo las funciones previstas en el
ordenamiento jurídico.

ARTÍCULO 20. DE LA SALA PLENA. Corresponde a la Sala Plena de los Tribunales
Superiores de Distrito Judicial, ejercer las siguientes funciones administrativas:

1. <Numeral modificado por el artículo 3 de la Ley 585 de 2000. El nuevo texto es el siguiente:>
Elegir a los Jueces del correspondiente Distrito Judicial, de listas elaboradas por la Sala
Administrativa del respectivo Consejo Seccional de la Judicatura, en la calidad que corresponda,
según el régimen de la carrera judicial.

Notas de Vigencia



- Numeral 1. modificado por el artículo 3 de la Ley 585 de 2000, publicada en el Diario
Oficial No. 44.063 de 30 de junio de 2000

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 270 de 1996:

1. Elegir los jueces del respectivo Distrito Judicial, de listas elaboradas por la Sala
Administrativa del respectivo Consejo Seccional de la Judicatura, en la calidad que
corresponda, según el régimen de la Carrera Judicial.

2. Elegir al Presidente y al Vicepresidente de la Corporación, y a los empleados que le
corresponda conforme a la ley o al reglamento.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el aparte tachado del texto del proyecto de
ley.

'Por otra parte, al igual que se señaló para el caso de la Corte Suprema de Justicia, estima la
Corte que la fijación del período del presidente del tribunal superior (Numeral 2o), es asunto
propio del reglamento interno de cada corporación y, por tanto, no debe ser objeto de
regulación por parte de una ley estatutaria como la que se revisa'.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

2. Elegir, para períodos de un año, al Presidente y al Vicepresidente de la Corporación, y a
los empleados que le corresponda conforme a la ley o al reglamento;

3. DECLARADO INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el numeral 3o. del artículo 20 del mismo.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

3. Elaborar el reglamento interno de la Corporación.



4. <Numeral modificado por el artículo 3 de la Ley 585 de 2000. El nuevo texto es el siguiente:>
Hacer la evaluación del factor cualitativo de la calificación de servicios de los jueces del
respectivo Distrito Judicial, que servirá de base para la calificación integral.

Notas de Vigencia

- Numeral 4. modificado por el artículo 3 de la Ley 585 de 2000, publicada en el Diario
Oficial No. 44.063 de 30 de junio de 2000

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 270 de 1996:

4. Hacer la evaluación del factor cualitativo de la calificación de servicios de los jueces del
respectivo Distrito Judicial, que servirá de base para la calificación integral; y

5. Las demás que le atribuya la ley o el reglamento que expida la Sala Administrativa del
Consejo Superior de la Judicatura.

3. DE LOS JUZGADOS

ARTÍCULO 21. INTEGRACIÓN. La célula básica de la organización judicial es el juzgado,
cualquiera que sea su categoría y especialidad y se integrará por el juez titular, el secretario, los
asistentes que la especialidad demande y por el personal auxiliar calificado que determine el
Consejo Superior de la Judicatura.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el artículo 21 del
mismo, 'bajo las condiciones previstas en esta providencia.'

Expresa la Corte en la providencia:

'Uno de los órganos que con mayor responsabilidad debe cumplir su deber de prestar una
administración de justicia pronta, seria, diligente y eficaz es precisamente el juzgado. Por
ello, esta Corporación encuentra ilustrativo el término 'célula básica de la organización
judicial' que utiliza el proyecto de ley, para resaltar la importancia y la trascendencia de este
tipo de instituciones. En esa medida, es al titular de ese despacho judicial -y a través de él a
los demás funcionarios- a quien le corresponde velar por el debido funcionamiento de su
dependencia, por el cumplimiento estricto de los términos procesales y, lo que es más
importante, por el respeto permanente de los derechos fundamentales de los ciudadanos, a
través de una cabal impartición de justicia.

Conviene agregar que para la Corte la expresión 'los asistentes que la especialidad demande',
deberá interpretarse de conformidad con las reglas y determinaciones que sobre el particular
adopte el Consejo Superior de la Judicatura (Art. 257 C.P.), pues de lo contrario se permitiría



que cada juzgado libremente determinara su propia planta de personal, ocasionando graves
transtornos logísticos y laborales y entrabando el funcionamiento mismo de la administración
de justicia.

Con base en estas consideraciones, el artículo será declarado exequible.

ARTÍCULO 22. RÉGIMEN DE LOS JUZGADOS. <Artículo modificado por el artículo 8
de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> <Inciso CONDICIONALMENTE
exequible> Los Juzgados Civiles, Penales, de Familia, Laborales, de Ejecución de Penas, y de
Pequeñas Causas que de conformidad con las necesidades de la administración de justicia
determine la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, para el cumplimiento de
las funciones que prevea la ley procesal en cada circuito o municipio, integran la Jurisdicción
Ordinaria. Sus características, denominación y número serán los establecidos por dichas
Corporaciones.

Cuando el número de asuntos así lo justifique, los juzgados podrán ser promiscuos para el
conocimiento de procesos civiles, penales, laborales o de familia.

De conformidad con las necesidades de cada ciudad y de cada municipio habrá jueces
municipales de pequeñas causas y competencia múltiple sobre asuntos de Jurisdicción Ordinaria,
definidos legalmente como conflictos menores. La localización de sus sedes será descentralizada
en aquellos sectores de ciudades y municipios donde así se justifique en razón de la demanda de
justicia. Su actuación será oral, sumaria y en lo posible de única audiencia.

El Consejo Superior de la Judicatura dispondrá lo necesario para que a partir del 1o. de enero del
año 2008, por lo menos una quinta parte de los juzgados que funcionan en las ciudades de más
de un millón de habitantes se localicen y empiecen a funcionar en sedes distribuidas
geográficamente en las distintas localidades o comunas de la respectiva ciudad.

A partir del 1o. de enero del año 2009, el cuarenta por ciento (40%) de los juzgados que
funcionan en las ciudades de más de un (1) millón de habitantes y el treinta por ciento (30%) de
los juzgados que funcionan en ciudades de más de doscientos mil habitantes (200.000) deberán
funcionar en sedes distribuidas geográficamente entre las distintas localidades o comunas de la
respectiva ciudad.

El Consejo Superior de la Judicatura procurará que esta distribución se haga a todas las
localidades y comunas, pero podrá hacer una distribución que corresponda hasta tres localidades
o comunas colindantes.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 8 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario Oficial
No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

- Inciso modificado por el artículo 6 del Decreto 2637 de 2004, publicada en el Diario Oficial
No. 45.658, de 1 de septiembre de 2004. INEXEQUIBLE

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Artículo modificado por la Ley 1285 de 2009, declarado EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente
Dra. Clara Inés Vargas Hernández; Inciso 1o. declarado CONDICIONALMENTE
EXEQUIBLE '... en el entendido de que estas atribuciones le corresponden exclusivamente al
Consejo Superior de la Judicatura'.

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

Legislación Anterior

Texto modificado por el Decreto 2637 de 2004. INEXEQUIBLE:

<INCISO 1o.> <Inciso INEXEQUIBLE> Los Juzgados Civiles, Penales, de Familia,
Laborales y de Ejecución de Penas que de conformidad con las necesidades de la
administración de justicia determine la Sala Administrativa del Consejo Superior de la
Judicatura para el cumplimiento de las funciones que prevea la ley procesal en cada circuito
o municipio, integran la jurisdicción ordinaria, sin perjuicio de que, por acuerdo de la Sala
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura se creen juzgados de descongestión,
depuración y/o liquidación que tengan competencia en todo el territorio nacional. Su
competencia material específica dentro de la ley procesal, características, denominación y
número serán establecidos por esa misma Corporación, de conformidad con lo previsto en la
presente ley.

Texto original de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 22. RÉGIMEN. Los Juzgados Civiles, Penales, Agrarios, de Familia, Laborales
y de Ejecución de Penas que de conformidad con las necesidades de la administración de
justicia determine la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para el
cumplimiento de las funciones que prevea la ley procesal en cada circuito o municipio,
integran la jurisdicción ordinaria.  Sus características, denominación y número son
establecidos por esa misma Corporación, de conformidad con lo establecido en la presente
Ley.

Cuando el número de asuntos así lo justifique, los juzgados podrán ser promiscuos para el
conocimiento de procesos civiles, penales, laborales, agrarios o de familia.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- El Decreto 2637 de 2004 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-672-05  de 30 de junio de 2005, Magistrado Ponente Dr. Jaime
Córdoba Triviño.

CAPÍTULO II.



DE LA INVESTIGACIÓN Y ACUSACIÓN DE LOS DELITOS DE LA FISCALIA GENERAL
DE LA NACIÓN.

ARTÍCULO 23. FUNCIÓN BÁSICA. Corresponde a la Fiscalía General de la Nación, de
oficio, mediante denuncia o querella, por petición del Procurador General de la Nación, del
Defensor del Pueblo o por informe de funcionario público, investigar los delitos, declarar
precluidas las investigaciones realizadas, calificar mediante acusación o preclusión y sustentar la
acusación de los presuntos infractores ante los juzgados y tribunales competentes, excepto los
delitos cometidos por miembros de la fuerza pública en servicio activo y en elación con el
mismo servicio.

Las funciones previstas en el numeral segundo del artículo 251 de la Constitución Política, podrá
delegarlas en los Directores Nacionales y Seccionales de la Fiscalía.

PARÁGRAFO. La Fiscalía está obligada a investigar tanto lo favorable como lo desfavorable al
imputado y a respetar sus derechos y garantías procesales. En consecuencia, no podrá negarse a
responder sus alegatos y peticiones ni a decretar aquellas pruebas que solicite para su defensa,
salvo en los casos previstos en la ley.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el inciso 2o. y CONDICIONALMENTE
EXEQUIBLE el resto del artículo 23 del mismo, 'bajo las condiciones previstas en esta
providencia.'

Expresa la Corte en la providencia:

'Sin entrar a analizar las características principales del sistema acusatorio mixto que opera en
Colombia a partir de la Constitución de 1991, valga anotar que el inciso primero de la
disposición bajo examen respeta en términos generales las atribuciones y facultades que el
Capítulo 6o del Título VIII del Estatuto Fundamental le atribuye a la Fiscalía General de la
Nación. Dentro de ese marco, se tiene que el artículo 250 permite a este ente investigar y
acusar ante los jueces competentes a los presuntos infractores de la ley penal, como
consecuencia de una denuncia, una querella o una gestión de oficio. Así, entonces, debe
advertirse que la referencia que se hace en la norma bajo estudio a las peticiones que puedan
elevar el procurador general de la Nación o el defensor del Pueblo, se enmarcan dentro de  la
naturaleza de las atribuciones asignadas constitucionalmente a estos funcionarios (Arts. 277,
278 y 282 C.P.), pero en momento alguno implica que el fiscal esté obligado a atender
favorablemente esos requerimientos, pues él conserva siempre y en todo momento la facultad
autónoma para decidir si inicia o no una investigación y el rumbo jurídico que ella debe
tomar. En iguales términos debe entenderse la obligación -no solo la facultad- de todo
funcionario de rendir informes en los cuales se plantee la posible comisión de un delito,
situación esta que, como se estableció, le corresponderá al señor fiscal definir.

El inciso segundo establece la posibilidad de que el fiscal general de la Nación pueda delegar



algunas de las funciones contenidas en el artículo 251 superior, en particular aquellas de que
tratan los numerales primero y segundo de esa disposición. En cuanto a la facultad de delegar
la atribución de investigar y acusar a los altos funcionarios que gocen de fuero constitucional,
con las excepciones que establezca la Carta Política, esta Corte estableció, en jurisprudencia
que hoy se reitera, lo siguiente:

'La Corte Constitucional debe apartarse de las consideraciones expuestas por el jefe del
Ministerio Público, toda vez que para esta Corporación, las funciones consignadas en el
artículo 251 citado -en particular la de investigar, calificar y acusar a los altos funcionarios
del Estado que gocen de fuero constitucional-, revisten el carácter de indelegables y, por
tanto, sólo el señor fiscal general de la Nación puede asumirlas y ejecutarlas (...)'.

Posteriormente, agrega:

'Por lo visto anteriormente, se puede concluir que el Constituyente quiso sustituir el término
indelegable por el de especial, únicamente con el ánimo de unificar la terminología utilizada
en el texto constitucional. En otras palabras, el espíritu del Constituyente no fue el de que las
funciones que se encuentran en cabeza del señor fiscal general pudiesen ser delegadas en sus
subalternos. Una simple lectura de los debates en la Asamblea Nacional Constituyente
demuestra en forma evidente que el propósito fue justamente todo lo contrario: que las
atribuciones contempladas en el artículo 251 fueran asumidas y ejecutadas exclusivamente
por el fiscal general de la Nación.

'En segundo lugar, debe repararse que la Constitución distingue claramente las funciones de
la Fiscalía General de la Nación de las del fiscal general de la Nación. Las primeras,
contempladas en el artículo 250 superior, comprometen a todos los funcionarios de esa
entidad, incluyendo al señor fiscal. En cambio, las segundas, señaladas en el artículo 251
citado, obligan únicamente al señor fiscal general de la Nación y no a sus subalternos. Esta
diferenciación entre atribuciones del órgano y responsabilidades de un funcionario
específico, es lo que permite que jurídicamente, en este caso, se puedan delegar las primeras
y se tengan que asumir personal y directamente las segundas.

'Finalmente, la Corporación no puede ignorar la naturaleza de las funciones que el artículo
251 de la Carta le asigna al señor fiscal general de la Nación. El asunto bajo examen -la
investigación y acusación de funcionarios con fuero constitucional-, por ejemplo, exige que
dada la naturaleza de los hechos objeto del proceso penal, y de la inmensa responsabilidad
política que se encuentra en juego debido a la alta investidura del agente estatal sindicado, las
decisiones que se adopten provengan de la inmediata dirección, conocimiento y juicio del
fiscal general. De igual forma, esta Corte no entiende cómo el señor fiscal, como supremo
director de la Fiscalía General de la Nación, pueda delegar funciones tan importantes como la
de participar en el diseño de la política general del Estado en materia criminal -lo que incluye
la presentación de proyectos de ley- o la de nombrar y remover empleados bajo su
dependencia, entre otras. Pretender lo contrario significaría, por una parte -conviene
repetirlo-, que no hay un principio de razón suficiente para distinguir entre las funciones del
fiscal y las de la Fiscalía; y, por la otra, que la estructura jerárquica de la institución carece de
sentido jurídico, pues el nivel del cargo no respondería a la del grado de la responsabilidad.
Ambas hipótesis desconocen el espíritu del Constituyente, el propósito de las tareas
asignadas a la Fiscalía y al fiscal y el mismo principio de legalidad (Art. 121 C.P.), piedra
angular del Estado social de derecho.



'Las anteriores consideraciones no obstan para que el señor fiscal general de la Nación pueda
comisionar -que no delegar- en los fiscales delegados ante la Corte Suprema de Justicia, el
ejercicio de algunas de las funciones contenidas en el artículo 251 de la Carta Política. Sin
embargo, la decisión final y el compromiso jurídico y político que ella conlleve, debe el
señor fiscal asumirlo siempre, y en todos los casos, en forma personal'.

Sentadas las anteriores premisas, baste advertir que las atribuciones en comento revisten el
carácter de indelegables, sin perjuicio de que el señor fiscal pueda comisionar en cada caso o
negocio concreto para el ejercicio de alguna de ellas, lo cual incluye la asistencia del
comisionado a las audiencias. Por estas razones, y hecha esta aclaración, habrá de declararse
la inexequibilidad de la expresión 'El Fiscal General de la Nación podrá delegar, bajo su
responsabilidad, las funciones especiales de que trata el numeral primero del artículo 251 de
la Constitución Política, en los Fiscales Delegados ante la Corte Suprema de Justicia',
contenida en el  inciso segundo de la norma bajo examen.

El parágrafo, a su vez será declarado exequible, pues para esta Corporación resulta ajustado a
la Carta que la ley pueda establecer los casos en que la Fiscalía no esté obligada a responder
los alegatos y peticiones o a practicar las pruebas que soliciten las partes. Esta prohibición,
naturalmente, hace referencia a las peticiones inocuas o presentadas fuera de contexto, con lo
cual se procura dilatar el proceso y entrabar la administración de justicia, la cual, como se
estableció, debe ser oportuna, cumplida y eficaz.

En conclusión, el artículo es exequible, salvo la expresión 'El Fiscal General de la Nación
podrá delegar, bajo su responsabilidad, las funciones especiales de que trata el numeral
primero del artículo 251 de la Constitución Política, en los Fiscales Delegados ante la Corte
Suprema de Justicia', contenida en el inciso segundo que será declarada inexequible, bajo la
condición expuesta.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 23. (...)

<Inciso 2o. INEXEQUIBLE> El Fiscal General de la Nación podrá delegar, bajo su
responsabilidad, las funciones especiales de que trata el numeral primero del artículo 251 de
la Constitución Política, en los Fiscales Delegados ante la Corte Suprema de Justicia. Las
funciones previstas en el numeral segundo del artículo 251 de la Constitución Política, podrá
delegarlas en los Directores Nacionales y Seccionales de la Fiscalía.

(...)

ARTÍCULO 24. DECLARADO INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el artículo 24 del mismo..

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTICULO 24. Cuando se trate de investigaciones previas iniciadas después de entrar a
regir la presente Ley, la Fiscalía General ordenará su preclusión, previo concepto del
Ministerio Público, en los siguientes casos:

1. Cuando se trate de investigaciones previas de competencia de los Fiscales locales, cuando
hayan transcurrido hasta 90 días sin que se dicte resolución de apertura de instrucción.

2. Cuando se trate de investigaciones previas de competencia de los Fiscales Seccionales,
cuando hayan transcurrido hasta 180 días sin que se dicte resolución de apertura de
instrucción.

3. Cuando se trate de investigaciones previas de competencia de los demás Fiscales
Delegados, cuando hayan transcurrido hasta 270 días sin que se dicte resolución de apertura
de instrucción.

PARAGRAFO. La investigación previa se limitará al hecho denunciado, querellado o
iniciado por cualquier otra forma prevista en la ley y a los que le sean conexos.

ARTÍCULO 25. DECLARADO INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el artículo 25 del mismo.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto orignal del Proyecto de Ley:

ARTICULO 25. Mediante resolución motivada podrá citarse al imputado para rendir
indagatoria en los procesos por delitos de competencia de los jueces regionales, siempre y
cuando a juicio del funcionario judicial, no sea necesaria la orden de captura en
consideración  a la personalidad del agente y a las circunstancias de modo, tiempo y lugar
que rodearon el hecho objeto de investigación.

Esta decisión procederá de oficio o a petición del imputado o de su defensor.



ARTÍCULO 26. PRINCIPIOS. La Fiscalía General de la Nación ejercerá las funciones de
investigación y acusación señaladas en la Constitución Política y en las normas con fuerza de ley.
En el cumplimiento de las funciones jurisdiccionales previstas en ella, son aplicables a la
Fiscalía los principios de la administración de justicia de que trata la Constitución Política, los
tratados internacionales vigentes ratificados por Colombia, esta Ley estatutaria y las demás
normas con fuerza de ley.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

ARTÍCULO 27. DOBLE INSTANCIA. Se garantiza la doble instancia en las actuaciones
jurisdiccionales que adelante la Fiscalía General de la Nación. En tal virtud, contra las
providencias interlocutorias que profiera el fiscal delegado que dirija la investigación proceden
los recursos de apelación y de hecho.

Cuando esté pendiente el trámite y resolución de un recurso de reposición o de apelación, el
Fiscal General de la Nación no podrá asumir directamente la investigación mientras se resuelva
el recurso, sin perjuicio de que pueda designar otro fiscal de primera instancia que continúe la
investigación.

PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales de la Fiscalía encargados en forma exclusiva de
tramitar los recursos de apelación entrarán a ejercer sus funciones a más tardar dentro de los dos
años siguientes a la vigencia de esta ley.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

ARTÍCULO 28. AUTONOMIA ADMINISTRATIVA Y PRESUPUESTAL. La Fiscalía
General de la Nación hace parte de la Rama Judicial y tiene autonomía administrativa y
presupuestal, sin perjuicio del control fiscal ejercido por el Contralor General de la Nación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.



ARTÍCULO 29. ELECCIÓN. El Fiscal General de la Nación será elegido para un período de
cuatro años por la Corte Suprema de Justicia de terna enviada por el Presidente de la República y
no podrá ser reelegido.

El Fiscal General deberá reunir las mismas calidades exigidas para ser Magistrado de la Corte
Suprema de Justicia.

<Ver Notas del Editor> Así mismo el Fiscal General de la Nación, Vicefiscal, y los Directores
Nacionales de la Fiscalía no podrán ser elegidos en ningún cargo de elección popular o como
miembros de corporaciones públicas dentro de los doce (12) meses siguientes al día de la
cesación de sus funciones.

Notas del Editor

- Además de lo establecido en este inciso para el Fiscal General de la Nación,  debe tenerse
en cuenta lo dispuesto en los incisos 5o. y 6o. adicionados al artículo 126 de la Constitución
Política, por el artículo 2 del Acto Legislativo 2 de 2015, 'por medio del cual se adopta una
reforma de equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones',
publicado en el Diario Oficial No. 49.560 de 1 de julio de 2015.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 2o. <Subrayas el editor> El artículo 126 de la Constitución Política quedará así:

'(...)

'Quien haya ejercido en propiedad alguno de los cargos en la siguiente lista, no podrá ser
reelegido para el mismo. Tampoco podrá ser nominado para otro de estos cargos, ni ser
elegido a un cargo de elección popular, sino un año después de haber cesado en el ejercido de
sus funciones:

'<Aparte tachado INEXEQUIBLE> Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte
Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial,
Miembro de la Comisión de Aforados, Miembro del Consejo Nacional Electoral, Fiscal
General de la Nación, Procurador General de la Nación, Defensor del Pueblo, Contralor
General de la República y Registrador Nacional del Estado Civil.'  

- En cuanto a si el período del Fiscal es individual o institucional,  destaca el editor lo
dispuesto por la Corte Constitucional, Sentencia C-166-14 de 19 de marzo de 2014,
Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto Vargas Silva:

'(...) a través de lo decidido en la sentencia C-037/96, se determinó que toda regla legal que
imponga al Fiscal General un periodo diferente al individual de cuatro años, vulnera la
Constitución en la medida en que ese asunto ha sido definido por la Carta, a través de lo
dispuesto en el artículo 249 C.P (...)

(...)

A este respecto, la Sala se opone a lo expresado por uno de los intervinientes, en el sentido
que el análisis efectuado por la sentencia C-037/96 se circunscribe solo al caso del remplazo



ante la falta absoluta del Fiscal General.  En contrario, de las consideraciones plasmadas en
dicho fallo se advierte con claridad que la Sala Plena fijó una regla jurisprudencial amplia,
según la cual se contraría el artículo 249 C.P. cuando el legislador prescribe una regla de
derecho que asigna al Fiscal General un periodo diferente al individual de cuatro años.  En
efecto, la Corte no realizó ninguna distinción en términos de definir cuándo era aplicable la
obligatoriedad del periodo individual, ni tampoco circunscribió su decisión al escenario de
las faltas absolutas. En contrario, partió de considerar que el periodo individual del Fiscal
General era un asunto definido por la Constitución y por ende, está excluido del margen de
configuración legislativa.

(...)

Incluso, cuando la reforma constitucional mencionada tuvo como objeto modificar un
periodo particular de origen constitucional, previó enmiendas igualmente específicas,
tendientes a fijar un régimen de transición frente a los funcionarios que ejercían el cargo al
momento de adopción del Acto Legislativo analizado.  Así, frente al Registrador Nacional
del Estado Civil y los miembros del Consejo Nacional Electoral,  la reforma modificó su
periodo tornándolo en institucional y, a su vez, adicionó el artículo 266 C.P. con un
parágrafo transitorio que expresamente señaló que los dignatarios actuales ejercerían su
periodo hasta el año 2006, de modo que en la siguiente elección empezará a contarse dicho
periodo conforme a la regla general de índole institucional.

Contrario sensu, si el Acto Legislativo hubiese tenido por objeto modificar el periodo del
Fiscal General, tendría que haber planteado una regla de transición similar a la expuesta, con
el fin de regular el tránsito normativo derivado de la enmienda.  La ausencia de dicha
disposición confirma, a juicio de la Sala, que  el Acto Legislativo 1 de 2003 no tuvo por
finalidad ni alterar la regla prevista en el artículo 249 C.P., ni tampoco modificar el alcance
que de la misma previó la Corte en la sentencia C-037/96.'

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el inciso 3 del artículo 29.

'(...) El hecho de que la Constitución, al señalar su período lo haya fijado sin
condicionamiento alguno, es decir, lo haya previsto perentoriamente en cuatro (4) años, no da
pie para que el legislador establezca, como lo hace el inciso tercero del artículo bajo examen,
que si faltare en forma absoluta antes de terminar dicho período, el elegido en su reemplazo
por la Corte Suprema de Justicia lo sea únicamente hasta terminar el período del anterior.

Por lo demás, no sobra advertir que el señalar un período fijo e individual para el ejercicio de
las funciones por parte del señor fiscal general de la Nación, es un asunto de naturaleza
institucional -más no personal- que guarda estrecha relación con el carácter de autonomía e
independencia que la Carta Política le otorga para el buen desempeño de sus atribuciones y
de la misma administración de justicia.

Con relación a lo anterior, debe puntualizarse que si bien el artículo 253 de la Carta delega en



la ley la facultad de regular lo relativo a la estructura y funcionamiento de la Fiscalía General
de la Nación y 'al ingreso por carrera y al retiro del servicio', esta atribución no es
fundamento jurídico alguno para que el legislador pueda determinar la forma como se
contabiliza el período del señor fiscal general, pues ella hace alusión al régimen de carrera -
judicial o administrativa- de los demás funcionarios y empleados que no sean de libre
nombramiento y remoción o de elección, y a la manera como pueden ser desvinculados de
esa institución.

Por las anteriores razones, el inciso tercero del artículo 29 del proyecto será declarado
inexequible. '

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 29.  (...)

<Inciso 3o. INEXEQUIBLE> En caso de falta absoluta del Fiscal antes de la terminación del
período, quien sea designado en su reemplazo lo será para terminar el período.

ARTÍCULO 30. ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA DE LA FISCALIA GENERAL DE
LA NACIÓN. Corresponde a la ley determinar la estructura y funcionamiento de la Fiscalía
General de la Nación. El Fiscal General desarrollará dicha estructura con sujeción a los
principios y reglas generales que defina la ley. En desarrollo de tal facultad, asignará la planta de
personal que corresponda a cada dependencia, podrá variarla cuando lo considere necesario y
establecerá el manual de requisitos y funciones de cada uno de los empleos.

En ejercicio de estas atribuciones, el Fiscal General no podrá crear, con cargo al Tesoro,
obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de
apropiaciones iniciales.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

ARTÍCULO 31. INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS
FORENSES. Adscrito a la Fiscalía General de la Nación funciona el Instituto Nacional de
Medicina Legal y Ciencias Forenses, como una entidad de derecho público, dotada de personería
jurídica, con autonomía administrativa y patrimonial y organizado con el carácter de
establecimiento público de orden nacional. El instituto está encargado de prestar auxilio y
soporte técnico y científico a la administración de justicia en todo el territorio nacional en lo
concerniente a medicina legal y las ciencias forenses, de organizar y dirigir el Sistema Unico de
Medicina Legal y Ciencias Forenses y controlar su funcionamiento y de cumplir las demás
funciones que le atribuya la ley.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el artículo 31 del
mismo, 'bajo las condiciones previstas en esta providencia.'.

Expresa la Corte en la providencia:

'Esta disposición no merece reparo constitucional alguno, pues se aviene a los preceptos
consagrados en el numeral 7o del artículo 150 constitucional, a través del cual al Congreso
de la República se le confiere la responsabilidad de determinar la estructura de la
administración nacional, en la que se incluye la creación de las entidades descentralizadas,
dentro de las que se encuentran lo establecimientos públicos. En igual sentido, deberá
advertirse que, de conformidad con el numeral 13 del artículo 189 superior, le corresponderá
al presidente de la República o al señor ministro de Justicia nombrar al director del Instituto
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

La norma, en estos términos, será declarada exequible.

ARTÍCULO 32. DECLARADO INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el artículo 32 del mismo.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTICULO 32. REGIMEN DISCIPLINARIO. En atención a las funciones de investigación
y acusación que cumple la Fiscalía General de la Nación, el régimen disciplinario aplicable a
los funcionarios y empleados de la Fiscalía General de la Nación y del Instituto de Medicina
Legal y Ciencias Forenses, será el previsto en las leyes especiales que regulan la materia y sin
perjuicio del poder preferente que corresponde al Procurador General de la Nación.

En todo caso cuando un servidor público de la Fiscalía incurra en faltas graves o cuando de
su conducta se desprendan indicios graves de los cuales pueda inferirse la comisión de
delitos, el Fiscal General de la Nación o quien éste delegue, previa comprobación sumaria de
los hechos y oyendo en descargos al acusado, mediante providencia motivada, podrá de
oficio o a petición del Ministerio Público, disponer su suspensión provisional hasta por
sesenta días mientras se adelanta la investigación, término dentro del cual deberá proferirse el
fallo definitivo, o su desvinculación inmediata, independiente de la responsabilidad penal,
civil o administrativa del infractor.



ARTÍCULO 33. DIRECCIÓN, COORDINACIÓN Y CONTROL DE LAS FUNCIONES DE
POLICÍA JUDICIAL. El Fiscal General de la Nación o sus delegados tienen a su cargo dirigir,
coordinar y controlar las funciones de policía judicial que en forma permanente cumplen la
Policía Nacional, demás organismos previstos en la ley y los restantes entes públicos a los cuales
de manera transitoria el Fiscal General les haya atribuido tales funciones, todas las cuales
ejercerá con arreglo a la ley, de manera permanente, especial o transitoria directamente o por
conducto de los organismos que ésta señale.

La omisión en el cumplimiento de las órdenes, directrices, orientaciones y términos que imparta
la Fiscalía para el cumplimiento de las funciones de policía judicial, constituye causal de mala
conducta, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, penal y civil del infractor.

El Fiscal General de la Nación, bajo su responsabilidad, separará en forma inmediata de las
funciones de policía judicial al servidor público que omita el cumplimiento de tales órdenes,
directrices, orientaciones y términos. Si tal servidor no es funcionario o empleado de la Fiscalía,
el Fiscal que dirija la investigación lo pondrá a disposición de su nominador quien iniciará el
proceso disciplinario correspondiente, sin perjuicio de las demás investigaciones a que haya
lugar.

PARÁGRAFO. Se exceptúa de lo dispuesto en este artículo la estructura y funciones de Policía
Judicial de la Procuraduría General de la Nación, de acuerdo con lo señalado por el artículo 277
de la Constitución Política.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

CAPÍTULO III.

DE LOS ÓRGANOS DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

1. DEL CONSEJO DE ESTADO

ARTÍCULO 34. INTEGRACIÓN Y COMPOSICIÓN. <Ver Notas del Editor> <Artículo
modificado por el artículo 9 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> El Consejo
de Estado es el máximo Tribunal de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y estará
integrado por treinta y un (31) magistrados, elegidos por la misma Corporación para los períodos
individuales que determina la Constitución Política, de listas superiores a cinco (5) candidatos,
que reúnan los requisitos constitucionales, por cada vacante que se presente, enviadas por la Sala
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

El Consejo de Estado ejerce sus funciones por medio de tres (3) Salas, integradas así: la Plena,
por todos sus miembros; la de lo Contencioso Administrativo, por veintisiete (27) consejeros y la
de Consulta y Servicio Civil, por los cuatro (4) consejeros restantes.



Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 107 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial No.
47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 107. INTEGRACIÓN Y COMPOSICIÓN. El Consejo de Estado es el Tribunal
Supremo de lo Contencioso Administrativo y Cuerpo Supremo Consultivo del Gobierno.
Estará integrado por treinta y un (31) Magistrados.

Ejercerá sus funciones por medio de tres (3) salas, integradas así: la Plena, por todos sus
miembros; la de lo Contencioso Administrativo, por veintisiete (27) Magistrados y la de
Consulta y Servicio Civil, por los cuatro (4) Magistrados restantes.

Igualmente, tendrá una Sala de Gobierno, conformada por el Presidente y el Vicepresidente
del Consejo de Estado y por los Presidentes de la Sala de Consulta y Servicio Civil y de las
secciones de la Sala de lo Contencioso Administrativo.

Créanse en el Consejo de Estado las salas especiales de decisión, además de las reguladas en
este Código, encargadas de decidir los procesos sometidos a la Sala Plena de lo Contencioso
Administrativo, que esta les encomiende, salvo de los procesos de pérdida de investidura y
de nulidad por inconstitucionalidad. Estas Salas estarán integradas por cuatro (4)
Magistrados, uno por cada una de las secciones que la conforman, con exclusión de la que
hubiere conocido del asunto, si fuere el caso.

La integración y funcionamiento de dichas salas especiales, se hará de conformidad con lo
que al respecto establezca el reglamento interno.'

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

- Este artículo modifica tácitamente los artículo 89 y 93, inciso 1o. del Código Contencioso
Administrativo.

Notas de Vigencia



- Artículo modificado por el artículo 9 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario Oficial
No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo modificado por la Ley 1285 de 2009, declarado EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente
Dra. Clara Inés Vargas Hernández.

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 34. El Consejo de Estado es el máximo tribunal de la Jurisdicción de lo
Contencioso Administrativo y está integrado por veintisiete (27) Magistrados, elegidos por la
misma Corporación para períodos individuales de ocho años, de listas superiores a cinco (5)
candidatos, que reúnan los requisitos constitucionales, por cada vacante que se presente,
enviadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

El Consejo de Estado ejerce sus funciones por medio de tres (3) Salas, integradas así: La
Plena, por todos sus miembros; la de lo Contencioso Administrativo, por veintitrés (23)
Consejeros, y la de Consulta y Servicio Civil, por los cuatro Consejeros restantes.

PARÁGRAFO. El período individual de los Magistrados del Consejo de Estado elegidos con
anterioridad al 7 de julio de 1991, comenzará a contarse a partir de esta última fecha.

ARTÍCULO 35. ATRIBUCIONES DE LA SALA PLENA. La Sala Plena del Consejo de
Estado tendrá las siguientes atribuciones administrativas:

1. <Ver Notas del Editor> Elegir los Consejeros para proveer los nuevos cargos que se creen,
llenar las vacantes de conformidad con la Constitución y la ley.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el numeral 2 del artículo 109 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 109. ATRIBUCIONES DE LA SALA PLENA. La Sala Plena del Consejo de
Estado tendrá las siguientes atribuciones:

(...)

2. Elegir a los Magistrados que integran la Corporación. '

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE el aparte tachado del numeral 1 del texto del
proyecto de ley.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

1. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Elegir los Consejeros para proveer los nuevos cargos
que se creen, llenar las vacantes de conformidad con la Constitución y la ley, al igual que
autorizar los traslados de Consejeros, entre las Salas o Secciones, con carácter temporal o
definitivo, cuando a ello hubiere lugar.  

2. <Ver Notas del Editor> Elegir al Secretario General, y demás empleados de la Corporación
con excepción de los de las Salas, Secciones y Despachos, los cuales serán designados por cada
una de aquéllas o por los respectivos Consejeros.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en los numeral 3 y 4 del artículo 109 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el
Diario Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2)
de julio del año 2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 109. ATRIBUCIONES DE LA SALA PLENA. La Sala Plena del Consejo de
Estado tendrá las siguientes atribuciones:

(...)

3. Elegir al Secretario General.

4. Elegir los demás empleados de la corporación, con excepción de los de las salas, de las
secciones y de los despachos, los cuales serán designados por cada una de aquellas o por los
respectivos Magistrados. Esta atribución podrá delegarse en la Sala de Gobierno. '

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

3. <Numeral derogado tácitamente por el Artículo 14 del Acto Legislativo 1 de 2003,
modificatorio del Artículo 264 de la Constitución Política.>

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este Artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el Artículo 14 del Acto Legislativo 1 de 2003 (modificatorio del Artículo 264
de la Constitución Política), 'por el cual se adopta una Reforma Política Constitucional  y se
dictan otras disposiciones', publicado en el Diario Oficial No. 45.237 de 3 de julio de 2003.

Como puede observarse, la atribución de la Sala Plena de elegir a los Magistrados del
Consejo Nacional Electoral fue trasladada al Congreso de la República en pleno.

El Artículo 14 mencionado en su versión original establece:

'ARTÍCULO 14. El artículo 264 de la Constitución Política quedará así:

'Artículo 264. El Consejo Nacional Electoral se compondrá de nueve (9) miembros elegidos
por el Congreso de la República en pleno, para un período institucional de cuatro (4) años,
mediante el Sistema de Cifra Repartidora, previa postulación de los partidos o movimientos
políticos con personería jurídica o por coaliciones entre ellos. Sus miembros serán servidores
públicos de dedicación exclusiva, tendrán las mismas calidades, inhabilidades,
incompatibilidades y derechos de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y podrán
ser reelegidos por una sola vez.

'...'

Legislación Anterior

Texto original del Numeral 3o. del Artículo 35 de la Ley 270 de 1996:

3. Elegir, conforme a la ley, a los miembros del Consejo Nacional Electoral.

4. <Numeral derogado tácitamente por el artículo 22 del Acto Legislativo 2 de 2015,
modificatorio del inciso 6 del artículo 267 de la Constitución Política.>

Notas de Vigencia

- Numeral derogado tácitamente por el artículo 22 del Acto Legislativo 2 de 2015, 'por medio
del cual se adopta una reforma de equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan
otras disposiciones', publicado en el Diario Oficial No. 49.560 de 1 de julio de 2015,
teniendo en cuenta que con la modificatoria introducida al artículo 267 de la Cornstitución
política establece:

'Solo el Congreso puede admitir la renuncia que presente el Contralor y proveer las faltas
absolutas y temporales del cargo.'

Notas del Editor

- Esta atribución se encuentra incluida, en idéntico sentido, en el artículo 109 -Atribuciones
de la sala plena- de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 47.956 de 18 de
enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo'.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este numeral, en
consideración a las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia, mediante
Sentencia C-537-19 de 13 de noviembre de 2019, Magistrada Ponente Dra. Diana Fajardo
Rivera .

Destaca el editor:

'La Corte concluyó que, producto de la expedición del Acto Legislativo 02 de 2015, sobre las
normas demandas se presentaba el fenómeno jurídico de la derogatoria tácita por
inconstitucionalidad sobreviniente, pues estas resultaban manifiesta y abiertamente contrarias
a lo dispuesto en el artículo 22 de dicho Acto Legislativo, el cual modificó el inciso 6 del
artículo 267 de la Constitución Política. Además, se constató que las normas demandas no
estaban produciendo ningún efecto jurídico. La Corte también advirtió que, entre el momento
en que se presentó la demanda de inconstitucionalidad y el de la emisión de esta sentencia, se
profirió el Acto Legislativo 04 de 2019, mediante el cual se modificó el referido artículo 267
en aspectos relevantes para la solución del presente caso, por lo que la Corte debía declarase
inhibida para emitir un pronunciamiento de fondo debido a la modificación del parámetro de
control constitucional.'

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1437 de 2011:

5. Proveer las faltas temporales del Contralor General de la República.

5. <Ver Notas del Editor> Distribuir, mediante Acuerdo, las funciones de la Sala de lo
Contencioso Administrativo que no deban ser ejercidas en pleno, entre las Secciones que la
constituyen, con base en un criterio de especialización y de volumen de trabajo.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el numeral 6 del artículo 109 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 109. ATRIBUCIONES DE LA SALA PLENA. La Sala Plena del Consejo de
Estado tendrá las siguientes atribuciones:

(...)

6. Distribuir las funciones de la Sala de lo Contencioso Administrativo que no deban ser
ejercidas en pleno, entre las Salas de Decisión que organice la ley, las secciones y
subsecciones que la constituyen, con base en los criterios de especialidad y de volumen de
trabajo. '



El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

6. <Ver Notas del Editor> Integrar las comisiones que deba designar, de conformidad con la ley
o el reglamento.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el numeral del artículo 109 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 109. ATRIBUCIONES DE LA SALA PLENA. La Sala Plena del Consejo de
Estado tendrá las siguientes atribuciones:

(...)

7. Integrar las comisiones que deba designar para el buen funcionamiento de la Corporación. '

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

7. <Ver Notas del Editor> Hacer la evaluación del factor cualitativo de la calificación de
servicios de los Magistrados de los Tribunales Administrativos, que servirá de base para la
calificación integral.

Notas del Editor



- Esta atribución se encuentra incluida, en idéntico sentido, en el artículo 109 -Atribuciones
de la sala plena- de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 47.956 de 18 de
enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo'.

8. <Ver Notas del Editor> Darse su propio reglamento.

Notas del Editor

- Esta atribución se encuentra incluida, en idéntico sentido, en el artículo 109 -Atribuciones
de la sala plena- de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 47.956 de 18 de
enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo'.

9. <Ver Notas del Editor> Elegir, de terna enviada por la Corte Suprema de Justicia, para
períodos de dos años, al Auditor ante la Contraloría General de la República o a quien deba
reemplazarlo en sus faltas temporales o absolutas, sin que en ningún caso pueda reelegirlo; y,

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el numeral 9 del artículo 109 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 109. ATRIBUCIONES DE LA SALA PLENA. La Sala Plena del Consejo de
Estado tendrá las siguientes atribuciones:

(...)

9. Elegir, de terna enviada por la Corte Suprema de Justicia, para períodos de dos (2) años, al
Auditor General de la República o a quien deba reemplazarlo en sus faltas temporales o
absolutas, sin que en ningún caso pueda reelegirlo. '

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.



10. <Ver Notas del Editor> Ejercer las demás funciones que le prescriban la Constitución, la ley
y el reglamento.

ARTÍCULO 36. DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. <Ver Notas
del Editor> <Artículo modificado por el artículo 10 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el
siguiente:> La Sala de lo Contencioso Administrativo se dividirá en cinco (5) Secciones, cada
una de las cuales ejercerá separadamente las funciones que de conformidad con su especialidad y
cantidad de trabajo le asigne la Sala Plena del Consejo de Estado, de acuerdo con la ley y el
reglamento interno de la Corporación y estarán integradas de la siguiente manera:

La Sección Primera, por cuatro (4) magistrados.

La Sección Segunda se dividirá en dos (2) Subsecciones, cada una de las cuales estará integrada
por tres (3) Magistrados.

La Sección Tercera se dividirá en tres (3) Subsecciones, cada una de las cuales estará integrada
por tres (3) magistrados.

La Sección Cuarta, por cuatro (4) magistrados, y

La Sección Quinta, por cuatro (4) magistrados.

Sin perjuicio de las específicas competencias que atribuya la ley, el reglamento de la
Corporación determinará y asignará los asuntos y las materias cuyo conocimiento corresponda a
cada Sección y a las respectivas Subsecciones.

En todo caso, la acción de pérdida de investidura de congresistas será de competencia de la sala
plena de lo contencioso administrativo.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Los nuevos despachos que por medio de esta ley se crean para
la integración de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo, tendrán la
misma organización y estructura que en la actualidad tienen los despachos ya existentes en esa
Sección.

Notas del Editor



- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 110
de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011,
'Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año 2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 110. La Sala de lo Contencioso Administrativo se dividirá en cinco (5)
secciones, cada una de las cuales ejercerá separadamente las funciones que de conformidad
con su especialidad y cantidad de trabajo le asigne la Sala Plena del Consejo de Estado, de
acuerdo con la ley y el reglamento interno de la Corporación y estarán integradas de la
siguiente manera:

La Sección Primera, por cuatro (4) Magistrados.

La Sección Segunda se dividirá en dos (2) subsecciones, cada una de las cuales estará
integrada por tres (3) Magistrados.

La Sección Tercera se dividirá en tres (3) subsecciones, cada una de las cuales estará
integrada por tres (3) Magistrados.

La Sección Cuarta, por cuatro (4) Magistrados, y

La Sección Quinta, por cuatro (4) Magistrados.

Sin perjuicio de las específicas competencias que atribuya la ley, el Reglamento de la
Corporación determinará y asignará los asuntos y las materias cuyo conocimiento
corresponda a cada sección y a las respectivas subsecciones.

PARÁGRAFO. Es atribución del Presidente del Consejo de Estado, resolver los conflictos de
competencia entre las secciones de la Sala de lo Contencioso de la Corporación.'.

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 10 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario
Oficial No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Artículo modificado por la Ley 1285 de 2009, declarado EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente
Dra. Clara Inés Vargas Hernández.

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLE un aparte del inciso final y
CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el resto del artículo 36 del mismo, 'bajo las
condiciones previstas en esta providencia.'

Expresa la Corte en la providencia:

'De acuerdo con el artículo 236 superior, a la ley le corresponde definir el número de
magistrados que deben integrar las salas y secciones, así como su organización interna. Así,
entonces, el permitir, como lo hace el inciso tercero, que se reagrupen las dos subsecciones
en una sola sección, compromete las facultades propias del legislador, la cuales bajo ningún
motivo pueden ser delegadas en la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo.

Por lo demás, debe señalarse que la decisión del legislador de fijar un número par de
magistrados para algunas secciones -la 1a., la 2a., la 4a., y la 5a.-, tampoco compromete los
postulados de la Carta Política. Así, para la Corte, el mandato del legislador en el sentido de
que el Consejo de Estado estará integrado por el número impar de magistrados que defina la
ley (Art. 236 C.P.), contiene un principio que  debe predicarse de la Corporación en pleno y
no de cada una de sus secciones. No obstante, conviene advertir que en caso de empate en
una decisión que adopte alguna de las secciones integradas por un número par de consejeros,
será la Sala Plena de lo contencioso administrativo la encargada de dirimir ese conflicto.

En lo que atañe a las funciones de cada sección -cuestionadas por algunos ciudadanos- debe
la Corte establecer que ellas serán asignadas por la Sala Plena del Consejo de Estado, pero,
como lo señala la norma, de conformidad con la ley y con la Constitución. En ese sentido,
entonces, se respeta el inciso tercero del artículo 236 C.P., en la medida en que la decisión
que se adopte no podrá ser en ningún caso autónoma; simplemente se trata de un aspecto
organizativo de acuerdo con las prescripciones generales que determine la ley, como es el
caso de los numerales 5o y 6o del artículo siguiente.

La norma, bajo este contexto, habrá de ser declarada exequible, salvo la expresión 'Con todo,
la Sala Plena de la Corporación podrá, habida cuenta de las necesidades de trabajo y del
servicio, reagrupar las dos subsecciones en una sola sección', contenida en el inciso tercero,
que será declarada inexequible.'

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 270 de 1996:

ARTÍCULO 36. La Sala de lo Contencioso Administrativo se dividirá en cinco secciones,
cada una de las cuales con la integración que se indica a continuación:

1. Sección 1a. integrada por cuatro Magistrados.

2. Sección 2a. integrada por seis Magistrados.

3. Sección 3a. integrada por cinco Magistrados.

4. Sección 4a. integrada por cuatro Magistrados.

5. Sección 5a. integrado por cuatro Magistrados.

Cada sección ejercerá separadamente las funciones que de conformidad con su especialidad y
cantidad de trabajo le asigne la Sala Plena del Consejo de Estado de acuerdo con la ley.

La Sección Segunda se dividirá en dos (2) Subsecciones, cada una de las cuales estará
integrada por tres (3) Magistrados.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

ARTÍCULO 36. (...)

<Inciso final. Aparte tachado INEXEQUIBLE> La Sección Segunda se dividirá en dos (2)
Subsecciones, cada una de las cuales estará integrada por tres (3) Magistrados. Con todo, la
Sala Plena de la Corporación podrá, habida cuenta de las necesidades de trabajo y del
servicio, reagrupar las dos subsecciones en una sola sección.

ARTÍCULO 36A. DEL MECANISMO DE REVISIÓN EVENTUAL EN LAS
ACCIONES POPULARES Y DE GRUPO Y DE LA REGULACIÓN DE LOS
RECURSOS EXTRAORDINARIOS. <Inciso CONDICIONALMENTE exequible> <Artículo
adicionado por el artículo 11 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> En su
condición de Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo, a petición de parte o del
Ministerio Público, el Consejo de Estado, a través de sus Secciones, en los asuntos que
correspondan a las acciones populares o de grupo podrá seleccionar, para su eventual
revisión, las sentencias o las demás providencias que determinen la finalización o el archivo
del respectivo proceso, proferidas por los Tribunales Administrativos, con el fin de unificar
la jurisprudencia.

Notas del Editor



- En criterio del editor, además de lo dispuesto en este inciso debe debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 273 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial No.
47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 273. PROCEDENCIA. La revisión eventual procederá, a petición de parte o del
Ministerio Público, 'contra las sentencias o providencias que determinen la finalización o
archivo de los procesos promovidos para la protección de los derechos e intereses colectivos
y la reparación de daños causados a un grupo, proferidas por los Tribunales Administrativos,
que no sean susceptibles del recurso de apelación ante el Consejo de Estado, en los siguientes
casos:

1. Cuando la providencia objeto de la solicitud de revisión presente contradicciones o
divergencias interpretativas, sobre el alcance de la ley aplicada entre tribunales.

2. Cuando la providencia objeto de la solicitud se oponga en los mismos términos a que se
refiere el numeral anterior a una sentencia de unificación del Consejo de Estado o a
jurisprudencia reiterada de esta Corporación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 1o. declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés
Vargas Hernández, '... en el entendido de que es una competencia adicional y que en ningún
caso impide interponer la acción de tutela contra la sentencia objeto de revisión, la decisión
de no selección o la decisión que resuelva definitivamente la revisión'.

<Ver Notas del Editor> La petición de parte o del Ministerio Público deberá formularse dentro
de los ocho (8) días siguientes a la notificación de la sentencia o providencia con la cual se ponga
fin al respectivo proceso; los Tribunales Administrativos, dentro del término perentorio de ocho
(8) días, contados a partir de la radicación de la petición, deberán remitir, con destino a la
correspondiente Sala, Sección o Subsección del Consejo de Estado, el expediente dentro del cual
se haya proferido la respectiva sentencia o el auto que disponga o genere la terminación del
proceso, para que dentro del término máximo de tres (3) meses, a partir de su recibo, la máxima
Corporación de lo Contencioso Administrativo resuelva sobre la selección, o no, de cada una de
tales providencias para su eventual revisión. Cuando se decida sobre la no escogencia de una
determinada providencia, cualquiera de las partes o el Ministerio Público podrán insistir acerca
de su selección para eventual revisión, dentro del término de cinco (5) días siguientes a la
notificación de aquella.

Notas del Editor



- En criterio del editor, para la interpretación de este inciso debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 274 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial No.
47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 274. COMPETENCIA Y TRÁMITE. De la revisión eventual conocerá la
sección que el reglamento determine según su especialidad y para su trámite se observarán
las siguientes reglas:

1. La petición deberá formularse dentro de los ocho (8) días siguientes al de la ejecutoria de
la sentencia o providencia con la cual se ponga fin al respectivo proceso.

2. En la petición deberá hacerse una exposición razonada sobre las circunstancias que
imponen la revisión, y acompañarse a la misma copia de las providencias relacionadas con la
solicitud.

3. Los Tribunales Administrativos, dentro del término de ocho (8) días contados a partir de la
radicación de la petición, deberán remitir, con destino a la correspondiente sección que el
reglamento determine, el expediente, para que dentro del término máximo de tres (3) meses,
a partir de su recibo, esta resuelva, mediante auto motivado, sobre la petición de revisión.

4. Cuando se decida no seleccionar una determinada providencia, cualquiera de las partes o el
Ministerio Público podrá insistir en su petición, dentro de los cinco (5) días siguientes a la
notificación de dicha decisión. La decisión de selección o no selección y la resolución de la
insistencia serán motivadas.

5. La sentencia sobre las providencias seleccionadas para revisión será proferida, con el
carácter de Sentencia de Unificación por la sección que el reglamento determine según su
especialidad, dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de su selección.

6. Si prospera la revisión, total o parcialmente, se invalidará, en lo pertinente, la sentencia o
el auto, y se dictará la providencia de reemplazo o se adoptarán las disposiciones que
correspondan, según el caso. Si la sentencia impugnada se cumplió en forma total o parcial,
la Sentencia de Unificación dejará sin efectos los actos procesales realizados y dispondrá que
el juez inferior ejecute las órdenes sobre las restituciones y adopte las medidas a que haya
lugar.

PARÁGRAFO. La presentación de la solicitud y el trámite de la revisión eventual, no
suspende la ejecución de la providencia objeto del mismo.'.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 2o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-713-
08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés Vargas Hernández.



PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible> La ley podrá disponer que
la revisión eventual a que se refiere el presente artículo también se aplique en relación con
procesos originados en el ejercicio de otras acciones cuyo conocimiento corresponda a la
jurisdicción de lo contencioso administrativo. En esos casos la ley regulará todos los aspectos
relacionados con la procedencia y trámite de la revisión eventual, tales como la determinación de
los plazos dentro de los cuales las partes o el Ministerio Público podrán elevar sus respectivas
solicitudes; la insistencia que pueda presentarse respecto de la negativa de la selección; los
efectos que ha de generar la selección; la posibilidad de que la revisión eventual pueda concurrir
con otros recursos ordinarios o extraordinarios.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Parágrafo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés
Vargas Hernández, '... en el entendido de que se trata de una  competencia adicional del
Consejo de Estado, de que la eventual revisión es contra sentencias o providencias que
pongan fin a un proceso, proferidas por los tribunales administrativos, para unificar la
jurisprudencia, y de que no impide la interposición de la acción de tutela'.

PARÁGRAFO 2o. La ley regulará todos los asuntos relacionados con la procedencia y trámite de
los recursos, ordinarios o extraordinarios, que puedan interponerse contra las decisiones que en
cada caso se adopten en los procesos que cursen ante la jurisdicción de lo contencioso
administrativo.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Parágrafo 2o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente Dra. Clara Inés Vargas Hernández.

Notas de Vigencia

- Artículo adicionado por el artículo 11 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario
Oficial No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

ARTÍCULO 37. DE LA SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo tendrá las siguientes funciones especiales:

1. <Ver Notas del Editor> <Numeral modificado por el artículo 12 de la Ley 1285 de 2009. El
nuevo texto es el siguiente:> Resolver los conflictos de competencia entre las Secciones del
Consejo de Estado.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el parágrafo del artículo 110 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 110. INTEGRACIÓN DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO. (...).

PARÁGRAFO. Es atribución del Presidente del Consejo de Estado, resolver los conflictos de
competencia entre las secciones de la Sala de lo Contencioso de la Corporación.'.

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

Notas de Vigencia

- Numeral 1. modificado por el artículo 12 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario
Oficial No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Numeral modificado por la Ley 1285 de 2009, declarado EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente
Dra. Clara Inés Vargas Hernández.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 270 de 1996:

1. Resolver los conflictos de competencia entre las secciones del Consejo de Estado, los
Tribunales Administrativos y las Secciones de los Tribunales Administrativos, y entre los
Tribunales y Jueces de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa pertenecientes a distintos
distritos judiciales administrativos y entre Jueces Administrativos de los diferentes distritos
judiciales administrativos.

2. <Ver Notas del Editor> Conocer de todos los procesos contencioso administrativos cuyo
juzgamiento atribuya la ley al Consejo de Estado y que específicamente no se hayan asignado a



las Secciones.

Notas del Editor

- Esta función se encuentra incluida, en idéntico sentido, en el artículo 111 -Funciones de la
sala plena de lo contencioso administrativo- de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'.

3. Elaborar cada dos años listas de auxiliares de la justicia.

4. <Ver Notas del Editor> Resolver los recursos extraordinarios que sean de su competencia.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el numeral 2 de la artículo 111 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 111. FUNCIONES DE LA SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO. La Sala de lo Contencioso administrativo en pleno tendrá las
siguientes funciones: .

(...)

2. Resolver los recursos extraordinarios de revisión contra las sentencias dictadas por las
secciones o subsecciones y los demás que sean de su competencia. '.

- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 33 de la Ley 446 de 1998, publicada en el Diario Oficial No. 43.335
del 8 de julio de 1998, que tambien trata sobre las funciones especiales de la Sala Plena de lo
Contencioso administrativo, así:

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 33. Modifícase y adiciónase el artículo 97 del Código Contencioso
Administrativo en los siguientes numerales:

4. Resolver los recursos Extraordinarios de revisión y de súplica incoados contra las
sentencias dictadas por las Secciones o Subsecciones y los demás que sean de su
competencia.

(...)'

El artículo 164, parágrafo, de la Ley 446 de 1998 establece: 'PARAGRAFO. Mientras entran
a operar los Juzgados Administrativos continuarán aplicándose las normas de competencia
vigentes a la sanción de la presente ley'.



El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

5. <Ver Notas del Editor> Resolver los asuntos que le remitan las secciones, por su importancia
jurídica o trascendencia social, si por estimar fundado el motivo resuelve asumir competencia;

Notas del Editor

3. Elnumeral 3 del  artículo 111 de la Ley 1437 de 2011 citado en la Nota 2 fue modificado
por el artículo 18 de la Ley 2080 de 2021, 'por medio de la cual se Reforma el Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –Ley 1437 de 2011– y se
dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la
jurisdicción', publicada en el Diario Oficial No. 51.568 de 25 de enero de 2021, así

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 111. FUNCIONES DE LA SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO. La Sala de lo Contencioso administrativo en pleno tendrá las
siguientes funciones: .

(...)

3. Dictar auto o sentencia de unificación en los asuntos indicados en el artículo 271 de este
código.'.

2. En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el numeral 3. del artículo 111 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 111. FUNCIONES DE LA SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO. La Sala de lo Contencioso administrativo en pleno tendrá las
siguientes funciones: .

(...)

3. Dictar sentencia, cuando asuma la competencia, en los asuntos que le remitan las secciones



por su importancia jurídica o trascendencia económica o social o por necesidad de unificar o
sentar jurisprudencia. Esta competencia será asumida a petición de parte o a solicitud del
Ministerio Público o de oficio cuando así lo decida la Sala Plena.'

1. En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 33 de la Ley 446 de 1998, publicada en el Diario Oficial No. 43.335
del 8 de julio de 1998, que tambien trata sobre las funciones especiales de la Sala Plena de lo
Contencioso administrativo, así:

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 33. Modifícase y adiciónase el artículo 97 del Código Contencioso
Administrativo en los siguientes numerales:

(...)

5. Resolver los asuntos que le remitan las Secciones, por su importancia jurídica o
trascendencia social si por estimar fundado el motivo resuelve asumir competencia.

A solicitud del Ministerio Público, o de oficio, las Secciones podrán remitir a la Sala Plena
de lo Contencioso Administrativo aquellos asuntos que, encontrándose pendientes de fallo,
por su importancia jurídica o trascendencia social ameriten ser decididos por ésta. La Sala
Plena decidirá si avoca o no el conocimiento del asunto.

Igualmente, la Sala Plena podrá asumir de oficio el conocimiento de asuntos que se estén
tramitando por cualquiera de las Secciones y que se encuentren pendientes de fallo. '

El artículo 164, parágrafo, de la Ley 446 de 1998 establece: 'PARAGRAFO. Mientras entran
a operar los Juzgados Administrativos continuarán aplicándose las normas de competencia
vigentes a la sanción de la presente ley'.

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

6. <Ver Notas del Editor> Conocer de los procesos que le remitan las secciones para cambiar o
reformar las jurisprudencia de la Corporación.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el numeral 3 del artículo 111 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 111. FUNCIONES DE LA SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO. La Sala de lo Contencioso administrativo en pleno tendrá las
siguientes funciones: .

(...)

3. Dictar sentencia, cuando asuma la competencia, en los asuntos que le remitan las secciones
por su importancia jurídica o trascendencia económica o social o por necesidad de unificar o
sentar jurisprudencia. Esta competencia será asumida a petición de parte o a solicitud del
Ministerio Público o de oficio cuando así lo decida la Sala Plena.'

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

7. <Ver Notas del Editor> Conocer de los casos de la pérdida de investidura de los Congresistas,
de conformidad con la Constitución y la ley. Las sentencias que ordenen la pérdida de la
investidura deberán ser aprobadas por los miembros de la Sala Plena y por las causales
establecidas taxativamente en la Constitución.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el numeral 6 del artículo 111 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 111. FUNCIONES DE LA SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO. La Sala de lo Contencioso administrativo en pleno tendrá las
siguientes funciones: .

(...)

6. Conocer de la pérdida de investidura de los congresistas, de conformidad con el
procedimiento establecido en la ley. '

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral se debe tener en cuenta el
artículo 33 de la Ley 446 de 1998, publicada en el Diario Oficial No. 43.335 del 8 de julio de
1998., introdujo una modificación al arículo 97 de la Ley 270 de 1996, que tambien trata
sobre las funciones especiales de la Sala Plena de lo Contencioso administrativo, así:

'ARTÍCULO 33. Modifícase y adiciónase el artículo 97 del Código Contencioso
Administrativo en los siguientes numerales:

(...)

8. De las acciones sobre pérdida de investidura de los Congresistas, de conformidad con el
procedimiento especial establecido en la ley. '

El artículo 164, parágrafo, de la Ley 446 de 1998 establece: 'PARAGRAFO. Mientras entran
a operar los Juzgados Administrativos continuarán aplicándose las normas de competencia
vigentes a la sanción de la presente ley'.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

7. . <Apartes tachados INEXEQUIBLES> Conocer de los casos de la pérdida de investidura
de los Congresistas, de conformidad con la Constitución y la ley. Las sentencias que ordenen
la pérdida de la investidura deberán ser aprobadas por las dos terceras partes de los miembros
de la Sala Plena y por las causales establecidas taxativamente en el artículo 183 de la
Constitución;

8. <Ver Notas del Editor> Conocer de los Recursos contra las sentencias dictadas por la Sección
de Asuntos Electorales, en los casos en que determine la ley.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el numeral 7 del artículo 111 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 111. FUNCIONES DE LA SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO. La Sala de lo Contencioso administrativo en pleno tendrá las
siguientes funciones: .

(...)

7. Conocer del recurso extraordinario especial de revisión de las sentencias de pérdida de
investidura de los congresistas. En estos casos, los Magistrados del Consejo de Estado que
participaron en la decisión impugnada no serán recusables ni podrán declararse impedidos
por ese solo hecho. '

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

8. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Conocer de los Recursos de Apelación contra las
sentencias dictadas por la Sección de Asuntos Electorales, en los casos en que determine la
ley.

9. <Ver Notas del Editor> Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los
decretos expedidos por el Gobierno Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte
Constitucional; y

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el numeral 5 del artículo 111 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.



(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 111. FUNCIONES DE LA SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO. La Sala de lo Contencioso administrativo en pleno tendrá las
siguientes funciones: .

(...)

5. Conocer de la nulidad por inconstitucionalidad que se promueva contra los decretos cuyo
control no corresponda a la Corte Constitucional.'

- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 33 de la Ley 446 de 1998, publicada en el Diario Oficial No. 43.335
del 8 de julio de 1998, que tambien trata sobre las funciones especiales de la Sala Plena de lo
Contencioso administrativo, así:

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 33. Modifícase y adiciónase el artículo 97 del Código Contencioso
Administrativo en los siguientes numerales:

(...)

7. De las acciones de nulidad por inconstitucionalidad que se promuevan contra los Decretos
de carácter general dictados por el Gobierno Nacional, que no correspondan a la Corte
Constitucional, cuya inconformidad con el ordenamiento jurídico se establezca mediante
confrontación directa con la Constitución Política y que no obedezca a función propiamente
administrativa.

La acción podrá ejercitarse por cualquier ciudadano y se tramitará con sujeción al
procedimiento ordinario previsto en los artículos 206 y siguientes de este Código, salvo en lo
que se refiere al período probatorio que, si fuere necesario, tendrá un término máximo de
diez (10) días.

En estos procesos la sustanciación y ponencia corresponderá a uno de los Consejeros de la
Sección respectiva según la materia y el fallo a la Sala Plena.

Contra los autos proferidos por el ponente sólo procederá el recurso de reposición. Los que
resuelvan la petición de suspensión provisional, los que decreten inadmisión de la demanda,
los que pongan fin al proceso y los que decreten nulidades procesales, serán proferidos por la
Sección y contra ellos solamente procederá el recurso de reposición.

El ponente registrará el proyecto de fallo dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha
de entrada a despacho para sentencia. La Sala Plena deberá adoptar el fallo dentro de los
veinte (20) días siguientes, salvo que existan otros asuntos que gocen de prelación
constitucional.

Las acciones de nulidad de los demás Decretos del orden nacional, dictados por el Gobierno
Nacional, se tramitarán y decidirán por las Secciones respectivas, conforme a las reglas
generales de este Código y el reglamento de la Corporación.



8. De las acciones sobre pérdida de investidura de los Congresistas, de conformidad con el
procedimiento especial establecido en la ley.

9. De los de definición de competencias administrativas entre organismos del orden nacional
o entre tales organismos y una entidad territorial o descentralizada, o entre cualesquiera de
éstas cuando no estén comprendidas en la jurisdicción territorial de un sólo Tribunal
Administrativo.

10. Del recurso extraordinario de revisión en los casos de pérdida de investidura de los
Congresistas. En estos casos, los Consejeros que participaron en la decisión impugnada no
serán recusables ni podrán declararse impedidos por ese solo hecho.'.

El artículo 164, parágrafo, de la Ley 446 de 1998 establece: 'PARAGRAFO. Mientras entran
a operar los Juzgados Administrativos continuarán aplicándose las normas de competencia
vigentes a la sanción de la presente ley'.

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

 - Mediante Sentencia C-1290-01 de 5 de diciembre de 2001, Magistrado Ponente Dr. Alvaro
Tafur Galvis, la Corte Constitucional  declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-560-99.
Mediante la misma Sentencia se declararon EXEQUIBLES los apartes subrayados y en
itálica.

- Aparte subrayado del texto correspondiente al artículo 33 Numeral 7 de la Ley 446 de 1998
declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-560-99 de 4 de
agosto de 1999, Magistrado Ponente Dr. Carlos Gaviria Díaz.

Ejercer las demás funciones que le prescriban la Constitución y la ley.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

10. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Ejercer las demás funciones que le prescriban la
Constitución, la ley y el reglamento.

PARÁGRAFO. <Ver Notas del Editor> <Parágrafo adicionado por el artículo 12 de la Ley 1285



de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> Los conflictos de competencia entre los Tribunales
Administrativos, entre Secciones de distintos Tribunales Administrativos, entre los Tribunales y
Jueces de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa pertenecientes a distintos distritos
judiciales administrativos y entre Jueces Administrativos de los diferentes distritos judiciales
administrativos, serán resueltos por las respectivas Secciones o Subsecciones del Consejo de
Estado, de acuerdo con su especialidad. Los conflictos entre juzgados administrativos de un
mismo circuito o entre secciones de un mismo Tribunal Administrativo serán decididos por el
correspondiente Tribunal en pleno.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este parágrafo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el  artículo 39 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial No.
47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 39. CONFLICTOS DE COMPETENCIA ADMINISTRATIVA. Los conflictos
de competencia administrativa se promoverán de oficio o por solicitud de la persona
interesada. La autoridad que se considere incompetente remitirá la actuación a la que estime
competente; si esta también se declara incompetente, remitirá inmediatamente la actuación a
la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado en relación con autoridades del
orden nacional o al Tribunal Administrativo correspondiente en relación con autoridades del
orden departamental, distrital o municipal. En caso de que el conflicto involucre autoridades
nacionales y territoriales, o autoridades territoriales de distintos departamentos, conocerá la
Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado.

De igual manera se procederá cuando dos autoridades administrativas se consideren
competentes para conocer y definir un asunto determinado.

En los dos eventos descritos se observará el siguiente procedimiento: recibida la actuación en
Secretaría se comunicará por el medio más eficaz a las autoridades involucradas y a los
particulares interesados y se fijará un edicto por el término de cinco (5) días, plazo en el que
estas podrán presentar alegatos o consideraciones. Vencido el anterior término, la Sala de
Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado o el tribunal, según el caso, decidirá dentro
de los veinte (20) días siguientes. Contra esta decisión no procederá recurso alguno.

Mientras se resuelve el conflicto, los términos señalados en el artículo 14 se suspenderán.'.

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para



señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 12 de la Ley 1285 de 2009, publicada en el Diario
Oficial No. 47.240 de 22 de enero de 2009.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Parágrafo adicionado por la Ley 1285 de 2009, declarado EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-713-08 de 15 de julio de 2008, Magistrada Ponente
Dra. Clara Inés Vargas Hernández.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQUIBLES unos apartes de los numerales 7 y  8  y del
inciso final, y declaró CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el resto del artículo 37 del
mismo, 'bajo las condiciones previstas en esta providencia.'

Expresa la Corte en la providencia:

'Para esta Corporación, las atribuciones contempladas en los numerales 1o, 2o, 3o, 4o, 5o, 6o
y 9o del artículo bajo examen, se ajustan a los parámetros definidos en el artículo 237 de la
Carta Política. En efecto, por el carácter mismo de ser el máximo tribunal de lo contencioso
administrativo, al Consejo de Estado, y en particular a su Sala Plena, el legislador le puede
confiar diversas responsabilidades que concuerden con ese carácter y con el deber de adoptar
decisiones definitivas dentro del ámbito de su competencia. En este marco, por ejemplo, se
encuentran la resolución de los conflictos de competencia y de los recursos extraordinarios,
así como el conocimiento de asuntos especiales, de los procesos que no se hubiesen asignado
a las secciones y de los que se le remitan para cambiar o reformar la jurisprudencia. En ese
mismo orden de ideas, inclusive, la decisión de la Sala Plena de asumir directamente la
competencia de materias de particular importancia social o jurídica (Num. 5o), se somete a
los lineamientos expuestos.

Ahora bien, en cuanto a la regulación de aspectos pertenecientes al proceso de pérdida de la
investidura de que trata el numeral 7o, la Corte no estima necesario reiterar las
consideraciones expuestas al analizar el artículo 16 del presente proyecto del ley, en las
cuales se estableció que la definición de este tipo de asuntos le correspondería, como lo
señala la disposición que se revisa, a la Sala de lo Contencioso Administrativo. Con todo,
debe señalarse que tanto el requisito de ser aprobadas las sentencias por las dos terceras
partes de los miembros de la Corporación, como el de señalar que las causales de pérdida de
la investidura serán únicamente las que trata el artículo 183 superior, transgreden las
disposiciones y el espíritu mismo de la Carta Política. En cuanto a la primera situación, debe
decirse que el Estatuto Superior consagra, como principio general que debe inspirar la labor



reguladora del legislador, el que las decisiones de las corporaciones públicas sean adoptadas
por mayoría simple, salvo que se trate de casos especiales como los que consagra en forma
taxativa la Constitución. Pero, como si lo anterior no fuese suficiente, para la Corte la
decisión de establecer un quórum especial vulnera la autonomía de que goza el Consejo de
Estado para determinar la forma, el procedimiento y los requisitos necesarios para tomar en
el seno de sus salas las decisiones de su competencia. Resulta forzoso, en consecuencia,
declarar la inexequibilidad de la expresión 'las dos terceras partes de', contenida en el
numeral que se revisa.

Respecto de la decisión de consagrar como motivos de pérdida de la investidura, únicamente
las que dispone el artículo 183 constitucional, debe la Corte advertir -al igual que lo hacen
los ciudadanos intervinientes- que esa limitación excluye la causal prevista en el artículo 110
superior, que prevé:

ARTICULO 110. Se prohibe a quienes desempeñan funciones públicas hacer contribución
alguna a los partidos, movimientos o candidatos, o inducir a otros a que lo hagan, salvo las
excepciones que establezca la ley. El incumplimiento de cualquiera de estas prohibiciones
será causal de remoción del cargo o de pérdida de la investidura.

Así las cosas, al declararse -como se hará- la inexequibilidad de la expresión 'el artículo 183
de' contenida en el artículo que se estudia, resultan aplicables al proceso de pérdida de la
investidura todas las causales que se señalan en la Constitución, incluyendo entonces la que
se refiere a la contribución a partidos económicos por parte de quienes desempeñen
funciones públicas, en este caso, los miembros del Congreso de la República.

Respecto del numeral 8o, son igualmente aplicables las argumentaciones expuestas a
propósito de la revisión del numeral 6o del artículo 17 del presente proyecto de ley. En
efecto, el artículo 236 de la Carta establece que el 'Consejo de Estado se dividirá en salas y
secciones para separar las funciones jurisdiccionales de las demás que le asignen la
Constitución y la ley'. En virtud de lo anterior,  debe señalarse que el artículo 237
constitucional prevé algunas funciones que dicha corporación habrá de desempeñar en su
calidad de supremo tribunal de lo contencioso administrativo, las cuales se realizan, por regla
general y debido a razones de división funcional, a través de las secciones -como la de
Asuntos Electorales- que conforman la Sala de lo Contencioso Administrativo. Significa lo
expuesto que cada sección, dentro de los asuntos de su competencia, actúa como máximo
tribunal de la jurisdicción contenciosa y, al ser autónoma para la toma de sus decisiones,
debe necesariamente excluirse la posibilidad de interponer recursos de suyo relacionados con
el orden jerárquico -como el de apelación contemplado en la norma bajo examen-, ante la
Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. En otras palabras, el hecho de que la Carta
Política hubiese facultado al legislador para determinar las materias de que deba conocer el
Consejo de Estado, en particular la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, no significa
que las salas o las secciones pierdan su competencia o que la Sala Plena sea superior de
alguna de ellas. Así, pues, deberá declararse la inexequibilidad de la expresión 'de apelación',
contenida en el numeral en comento, sin que ello signifique  -conviene aclararlo- restringir la
posibilidad de que el legislador establezca la procedencia de otros recursos como el de
súplica.

Finalmente, para esta Corte la remisión que se hace en el último inciso en el sentido de que el
reglamento del Consejo de Estado puede fijar las funciones que la Sala Plena de lo
Contencioso Administrativo habrá de desempeñar, resulta inconstitucional, pues se trata de



una atribución que le corresponde determinar en forma exclusiva a la Constitución y a la ley,
según lo dispone el numeral 6o del artículo 237 del Estatuto Superior.

En conclusión, el presente artículo se declarará exequible, salvo las expresiones 'las dos
terceras partes de' y 'el artículo 183 de', contenidas en el numeral 7o; la expresión 'de
apelación' de que trata el numeral 8o; y la expresión 'y el reglamento', prevista en el último
inciso de la norma que se revisa.

Notas del Editor

En criterio del editor, para la interpretación de este artículo, se debe tener en cuenta que el
Código Contencioso Administrativo en su artículo 97, establecia funciones a la Sala Plena de
lo Contencioso Administrativo.

ARTÍCULO 38. DE LA SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL. La Sala de Consulta y
Servicio Civil tendrá las siguientes atribuciones:

1. <Ver Notas del Editor> Absolver las consultas jurídicas generales o particulares, que le
formule el Gobierno Nacional.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el numeral del artículo 112 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 112. INTEGRACIÓN Y FUNCIONES DE LA SALA DE CONSULTA Y
SERVICIO CIVIL.

(...)

1. Absolver las consultas generales o particulares que le formule el Gobierno Nacional, a
través de sus Ministros y Directores de Departamento Administrativo. '

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

Texto del Proyecto de Ley Anterior



Texto original del Proyecto de Ley:

1. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Absolver las consultas jurídicas, de carácter
constitucional y administrativo, generales o particulares, que le formule el Gobierno
Nacional por conducto de la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República;

2. <Ver Notas del Editor> Preparar los proyectos de ley y de códigos que le encomiende el
Gobierno Nacional. El proyecto se entregará al Gobierno por conducto del Ministro o Director de
Departamento Administrativo correspondiente, para su presentación a la consideración del
Congreso.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el numeral 2 del artículo 112 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 112. INTEGRACIÓN Y FUNCIONES DE LA SALA DE CONSULTA Y
SERVICIO CIVIL.

(...)

2. Revisar o preparar a petición del Gobierno Nacional proyectos de ley y de códigos. El
proyecto se entregará al Gobierno por conducto del Ministro o Director del Departamento
Administrativo correspondiente, para su presentación a la consideración del Congreso de la
República. '

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

3. Revisar los contratos y conceptuar sobre las cuestiones jurídicas relativas al Servicio Civil, en
los casos previstos por la ley.

4. <Ver Notas del Editor> Conceptuar sobre los contratos que se proyecte celebrar con empresas
privadas colombianas, escogidas por concurso público de méritos, en los casos especiales
autorizados por la ley, para efectuar el control fiscal de la gestión administrativa nacional.



Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el numeral 6 del artículo 112 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 112. INTEGRACIÓN Y FUNCIONES DE LA SALA DE CONSULTA Y
SERVICIO CIVIL.

(...)

6. Conceptuar sobre los contratos que se proyecte celebrar con empresas privadas
colombianas escogidas por concurso público de méritos para efectuar el control fiscal de la
gestión administrativa nacional, de conformidad con lo previsto en el artículo 267 de la
Constitución Política.'

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

5. <Ver Notas del Editor> Verificar, de conformidad con el Código Electoral, si cada candidato a
la Presidencia de la República reúne o no los requisitos constitucionales y expedir la
correspondiente certificación.

Notas del Editor



- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el numeral 8 del artículo 112 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo'. Rige a partir del dos (2) de julio del año
2012.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 112. INTEGRACIÓN Y FUNCIONES DE LA SALA DE CONSULTA Y
SERVICIO CIVIL.

(...)

8. Verificar, de conformidad con el Código Electoral, si cada candidato a la Presidencia de la
República reúne o no los requisitos constitucionales y expedir la correspondiente
certificación. '

El editor considera además importante destacar que el artículo 236 inciso 3o. de la
Constitución Política, establece (subrayas ajenas al texto original): 'La ley señalará las
funciones de cada una de las salas y secciones, el número de magistrados que deban
integrarlas y su organización interna'. A su vez el artículo 237 en sus numerales 1o. y 6o.
establece: 'Son atribuciones del Consejo de Estado: 1. Desempeñar las funciones de tribunal
supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley. // 6. Darse
su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley'.

En las anteriores transcripciones se observa que  cuando la Constitución faculta a la ley para
señalar funciones o atribuciones al Consejo de Estado, no especifica cuál es el trámite que
debe surtir dicha ley.

6. Ejercer las demás funciones que le prescriban la Constitución y la ley.

Texto del Proyecto de Ley Anterior

Texto original del Proyecto de Ley:

6. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Ejercer las demás funciones que le prescriban la
Constitución, la ley y el reglamento.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró INEXEQIBLES unos apartes de los numerales 1 y 6, y
CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE el resto del artículo 38 del mismo, 'bajo las
condiciones previstas en esta providencia.'

Expresa la Corte en la providencia:



'De conformidad con el artículo 237-3, el Consejo de Estado se desempeña también como
cuerpo supremo consultivo del Gobierno en asuntos de la administración. Para estos efectos,
el legislador creó la Sala de Consulta y Servicio Civil cuyas funciones fueron y pueden ser
determinadas por la ley, según lo permite el numeral 6o del mismo artículo 237.

Dentro de este orden de ideas, encuentra la Corte que el numeral 1o del artículo bajo análisis
establece la posibilidad de que la citada sala absuelva las consultas jurídicas de carácter
constitucional o administrativo que le formule el gobierno por intermedio de la Secretaría
Jurídica de la Presidencia de la República. Se trata de una facultad que, en principio
concuerda con el artículo constitucional citado. Sin embargo, debe anotarse que el señalar
que dichas consultas será únicamente de carácter constitucional o administrativo, se torna en
una limitación inconstitucional, no prevista en el artículo 237-3 superior, la cual impide que
se solicite el concepto de esa Corporación sobre otro tipo de materias -por ejemplo, penal,
civil, laboral, agrario, ambiental- en aquellos casos en que se requiera a propósito de los
asuntos de la administración. Se declarará, entonces, la inexequibilidad de la expresión 'de
carácter constitucional y administrativo'.

En iguales términos, para la Corte la intermediación de la Secretaría Jurídica de la
Presidencia constituye una restricción inaceptable dentro del sentido y el objetivo de la
referida norma constitucional, toda vez que si la dependencia en comento decide cuáles
consultas deben remitirse a la Sala del Consejo de Estado y cuáles no, entonces el numeral 3o
encontraría una traba que resulta inconstitucional e injustificada en su aplicación. Por ello,
esta Corporación estima que cualquier funcionario del Gobierno nacional puede elevar las
referidas consultas, aunque debe aclararse que el término 'gobierno nacional' debe entenderse
dentro del marco definido por el inciso segundo del artículo 115 constitucional; es decir, que
el Gobierno nacional lo constituyen el presidente de la República, los ministros del despacho
y los directores de los departamentos administrativos. Obviamente, se entiende que el señor
presidente de la República no debe ejercer personalmente la atribución en comento, pues ella
puede ser desarrollada, como lo permiten los artículos 208 y 237 superiores, por los ministros
o los directores de departamentos administrativos. Por tanto, se declarará al inexequibilidad
de la expresión 'por conducto de la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República'.

En cuanto a la labor de preparar proyectos de ley y de códigos, estipulada en el numeral 2o,
responde a una atribución que ha estado en cabeza de la Sala de Consulta y Servicio Civil
desde el momento mismo de su creación, la cual se limita a la simple preparación del
proyecto de ley pero no a su presentación ante el Congreso de la República, pues ello recaerá
en el Gobierno nacional. Igualmente, debe puntualizarse que esta es una tarea que no se
relaciona ni atenta contra la posibilidad de que el Consejo de Estado prepare y presente
proyectos de ley sobre los asuntos de su competencia (Arts. 156 y 237-4 C.P.), ni con la
atribución del Consejo Superior de la Judicatura de proponer proyectos de ley y códigos
relativos a la administración de justicia (Art. 257-4 C.P.).

Respecto del numeral 3o, su constitucionalidad dependerá de que la ley establezca los casos
que allí se determinan, no obstante que la legislación vigente no contempla dichas
situaciones.

Por su parte, el numeral 4o es ajustado a la Carta Política, sin perjuicio de la atribución
propia de la Contraloría General de la República prevista en el inciso segundo del artículo
267 superior.



En lo que atañe, al numeral 5o, la Corte considera que el legislador está plenamente facultado
para determinarla y que ella no vulnera los postulados del Estatuto Fundamental.

Finalmente, al igual que en el caso de la norma anterior, la Corte estima que el propósito
esencial de un reglamento, según los parámetros planteados en esta providencia, es el de
ocuparse de asuntos de naturaleza administrativa y funcional que habrán de guiar el
funcionamiento de una corporación judicial, sin que ello signifique abrogarse la atribución de
contemplar en él asuntos del resorte exclusivo de la Constitución y la ley.

El artículo, bajo estas condiciones será declarado exequible, con excepción de las frases 'de
carácter constitucional y administrativo', 'por conducto de la Secretaría Jurídica de la
Presidencia de la República' (Num. 1o.) e 'y el reglamento' (Num. 6o.).

ARTÍCULO 39. CONFORMACIÓN DE QUORUM EN LA SALA PLENA DE LO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN CASOS ESPECIALES. De las providencias dictadas
por las Secciones del Consejo de Estado, cuando a ello hubiere lugar de acuerdo con la ley,
conocerá la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, con exclusión de los Consejeros de la
Sección que profirió la decisión, sin perjuicio de que éstos puedan ser llamados a explicarlas.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.

2. DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS.

ARTÍCULO 40. JURISDICCIÓN. <Ver Notas del Editor> Los Tribunales Administrativos
son creados por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para el
cumplimiento de las funciones que determine la ley procesal en cada distrito judicial
administrativo. Tienen el número de Magistrados que determine la Sala Administrativa del
Consejo Superior de la Judicatura que, en todo caso, no será menor de tres.

Los Tribunales Administrativos ejercerán sus funciones por conducto de la Sala Plena, integrada
por la totalidad de los Magistrados; por la Sala de Gobierno, por las Salas especializadas y por
las demás salas de decisión plurales e impares, de acuerdo con la ley.

PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Mientras se integran las salas de decisión impares en
aquellos lugares donde existen salas duales, éstas seguirán cumpliendo las funciones que vienen
desarrollando.

PARÁGRAFO TRANSITORIO 2o. Los Tribunales Administrativos creados con anterioridad a
la presente ley, continuarán cumpliendo las funciones previstas en el ordenamiento jurídico.

Notas del Editor



- Este artículo fue incluido, en idéntico sentido -salvo los parágrafos transitorios, en el
artículo 122 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 47.956 de 18 de
enero de 2011, 'por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo'.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-037-96 de 5 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro
Naranjo Mesa, la Corte Constitucional revisó la exequibilidad del Proyecto de Ley 58/94
Senado y 264/95 Cámara, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 153 de la
Constitución Política, y declaró EXEQUIBLE este artículo.
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